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PREFACIO

El documente) de trabajo para los participantes en el Congreso 
International de Juristas de 1962 ha sido preparado con la ayuda de 
las secciones nacionales y de juristas que individualmente han res- 
pondido al cuestionario que la Comisiôn les enviara. Al momento 
de elaborar la preparacion de este documente de trabajo se habian 
recibido respuestas de los 55 paises siguientes :

Argentina Ecuador Kenia Sudân
Australia El Salvador Liberia Tanganyika
Austria Francia Rep. de Madagascar Trinidad
Bélgica Alemania Malaya Tünez
Bolivia Ghana Nueva Zelandia Turqui'a
Guayana Britânica Grecia Nicaragua Uganda
Camerün Honduras Nigeria Rep. Arabe Unida
Canada India Rodesia del Norte Reino Unido
Ceilân Irân Noruega Estados Unidos
Chile Israël Perü de America
Colombia Costa de Marfil Puerto Rico Uruguay
Costa Rica Jamaica Sénégal Venezuela
Dinamarca Japôn Singapur Vietnam
Rep. Dominicana Jordania Sudâfrica Tailandia

La Comisiôn desea expresar su estima y gratitud a aquellos abo- 
gados que han cooperado en la preparacion de las respuestas al 
cuestionario y que han facilitado grandemente con su esfuerzo la 
preparacion de este documento de trabajo. Las referencias que se 
han seleccionado de algunas respuestas no representan una investi­
gation sobre los temas tratados en las respectivas preguntas; ellas 
han sido usadas aqui solamente con propôsitos de ilustraciôn général.
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INTRODUCCIÔN

EL IMPERIO DE LA LEY

Todos los asistentes a este Congreso estân conscientes de la preo- 
cupacion universal expresada en estos ültimos anos por el imperio 
de la ley. La Comisiôn Internacional de Juristas ha estado activa en 
el fortalecimiento de tal preocupaciôn y en la promotion de los prin­
cipes contenidos en la Déclaration Universal de Derechos Huma- 
nos de 1948. Anteriores reuniones internationales de juristas patro- 
cinadas por la Comisiôn han proclamado très declaraciones fundamen- 
tales sobre el imperio de la ley: el Acta de Atenas aprobada por el 
Congreso Internacional de Juristas, en Atenas, Grecia, en junio 
de 1955; la Déclaration de Delhi, aprobada por el segundo Congreso 
celebrado en Nueva Delhi, India, en enero de 1959, y la Ley de Lagos 
aprobada por la Primera Conferencia Africana sobre el Imperio de la 
Ley que se reuniô en Lagos, Nigeria, en enero de 1961. Estas declara­
ciones se reproducen, junto a las conclusiones respectivas, en el 
apéndice.

El sugerente anâlisis del origen del imperio de la ley que aparece 
en el documento de trabajo del Congreso de Nueva Delhi no se repro­
duce acâ. (Ver El Imperio de la Ley en las Sociedades Libres, 1959, 
pâgs. 209-219). Sin embargo merecen destacarse las siguientes conclu­
siones del documento mencionado:

1) Elim periodela ley (Ruleof Law)esunaexpresiôncômodaparadesignar, 
a la vez, los ideales y la experiencia juridica prâctica sobre las cuales la opi­
nion de todos los juristas, en una gran parte del mundo, es unânime, aün 
cuando sea todavia embrionaria y un poco indistinta.
2) El imperio de la ley se basa en un doble idéal. Sea el que fuere el con- 
tenido del derecho, este principio implica, primeramente, que todo poder en 
el Estado procédé del Derecho y se ejerce de confôrmidad con el Derecho. 
En segundo lugar, supone que el Derecho mismo se funda en un principio 
supremo, el del respeto de la persona humana.
3) La experiencia de los juristas muestra que algunos principios, algunas 
instituciones y algunos procedimientos son necesarios para la realizaciôn de 
los ideales que forman la base del imperio de la ley. Los juristas reconocen, 
por otra parte, que estos principios, estas instituciones y estos procedimientos 
no forman un conjunto rigido y que su importancia puede variar segün los 
paises.
4) El imperio de la ley, en el sentido en que se le considéra en el présente 
documento de trabajo, puede, pues, ser definido como si expresase «los 
principios, las instituciones y los procedimientos, no siempre idénticos pero
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similares en numerosos puntos, que, segun la tradiciôn y la experiencia de 
los juristas de las distintas regiones del mundo, que poseen con frecuencia 
estructuras polîticas y condiciones econômicas diferentes, se han revelado 
como esenciales para proteger al individuo contra un gobierno arbitrario 
y para permitirle gozar de su dignidad de hombre».

Es mâs vital aün la déclaration de Delhi cuando afirma que

la Comisiôn International de Juristas...
Pone de relieve que el imperio de la ley es un concepto dinâmico y que in- 
cumbe ante todo a los juristas extender su alcance e impulsar su aplicaciôn, 
no sôlo para salvaguardar y promover los derechos civiles y pollticos del 
individuo en una sociedad libre, sino también para crear condiciones sociales, 
econômicas, culturales y de educaciôn bajo las cuales puedan cumplirse 
plenamente las aspiraciones légitimas del hombre y quede garantizada su 
dignidad...

En este Congreso nuestro objetivo es fijar nuestra atenciôn en los 
problemas que se refieren a la acciôn del Poder Ejecutivo y el imperio 
de la ley.

Para analizar estos problemas nos ayudarân el conocimiento y la 
experiencia de nuestros colegas participantes, las respuestas al cues­
tionario especial que fue enviado a todos los participantes, las publi- 
caciones de la Comisiôn Internacional de Juristas y el material reunido 
por el cuerpo de asesores de la Comisiôn. Se han recibido respuestas 
de 55 paises y podemos estar verdaderamente agradecidos por la im­
portante informaciôn asi obtenida.

Para facilitar las referencias que sea necesario formular durante 
las discusiones se han incluido en el apéndice las preguntas del cuestio­
nario que se relacionan con nuestros cuatro Comités. Los temas de 
los cuatro Comités, son:

Primer Comité: Procedimientos seguidos por los organismos administratives 
y los funcionarios ejecutivos;
Segundo Comité: Fiscalizaciôn de las medidas del poder ejecutivo por el 
poder legislativo y los tribunales;
Tercer Comité: Responsibilidades de los abogados en una sociedad en vias 
de evoluciôn;
Cuarto Comité: Importancia de la ensefianza del derecho en una sociedad 
en vias de evoluciôn.

Al comenzar a examinar cada uno de estos temas insistamos una 
vez mâs en los términos del prefacio général de nuestro cuestinario 
que esclarecerâ nuestros diversos puntos de vista:

Actualmente todas las sociedades se encuentran en la necesidad de adaptarse 
a los cambios tecnolôgicos y a la evoluciôn social y econômica. Son diversas 
las esferas de actuation de los ôrganos del poder ejecutivo en las que éstos 
tienen que enfrentarse con problemas para cuya soluciôn puede no existir 
ningün procedimiento adecuado y que exigen una constante intervention 
del gobierno y del poder legislativo por el bien de la sociedad y de los parti- 
culares que la forman. El principal dilema que se présenta tanto a los gobiemos 
como a los ciudadanos esta en establecer un equilibrio entre la libertad del
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poder ejecutivo para actuar eficazmente y su tendencia a aumentar sus poderes, 
por una parte, y la protecciôn de la comunidad y del individuo en el ejercido 
de sus derechos, por la otra. El objeto de este Congreso es estudiar la funciôn 
que desempenan los jueces, abogados — sean privados o del Estado — y 
profesores de derecho en el establecimiento de este equilibrio y en el consi- 
guiente amparo y progreso del imperio de la ley en consonancia con el 
desarrollo social y econômico.
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PRIMER COMITÉ

Procedimientos seguidos por los organismos administratives 
y los funcionarios ejecutivos

Los temas del primer y segundo Comités estân intimamente 
relacionados. Ambos temas, a su vez, se relacionan con la siguiente 
Conclusion del Congreso de Nueva Delhi (1959), adoptada textual- 
mente en Lagos (1961):

El imperio de la ley se basa no sôlo en la adopciôn de garantias adecuadas 
contra los abusos que el poder ejecutivo haga de sus atribuciones, sino tam- 
bién en la existencia de un gobierno efectivo, capaz de mantener la ley y 
el orden y de garantizar para los miembros de la sociedad condiciones de 
vida apropiadas en las esferas econômica y social.
Por consiguiente, las conclusiones siguientes relativas al poder ejecutivo 
y al imperio de la ley se han formulado suponiendo que se cumplen ciertas 
condiciones, o que estân a  punto de ser cumplidas en el caso de los paises 
llegados recientemente a la independencia y que todavia tienen que hacer 
frente a diffciles problemas de orden econômico y social. En estas condiciones, 
es necesario que el poder ejecutivo esté investido de atribuciones y medios 
suficientes para desempenar sus funciones integra y eficazmente. Es necesario 
también que el poder legislativo sea elegido mediante un procedimiento 
democrâtico y no esté sujeto a la influencia del poder ejecutivo, en lo referente 
a las modalidades de elecciôn y a los demâs aspectos de su funcionamiento. 
Es necesario igualmente que el poder judicial sea independiente y ejerza sus 
deberes sin temor. Por ültimo, es necesario que el gobierno se consagre con 
perseverancia a asegurar la existencia en la sociedad de condiciones econô- 
micas y sociales que garanticen para todo el pueblo niveles decorosos de segu- 
ridad econômica, servicios sociales y educaciôn.

La ultima parte de esta conclusion es particularmente recordada 
en los diversos documentas de este Congreso. La tarea del Primer 
Comité sera decidir si la acciôn del poder ejecutivo que puede ser 
esencial para asegurar « condiciones econômicas y sociales que 
garanticen para todo el pueblo niveles decorosos de seguridad econô­
mica, servicios sociales y educaciôn », puede, procesalmente, ajustarse 
a las respetables tradiciones del imperio de la ley.

En época de crisis se siente a menudo vivamente la tentaciôn de 
apartarse del Imperio de la Ley, pero insistimos en que — incluso 
en las circunstancias mâs dificiles — el poder ejecutivo se ha de cenir 
a la aplicaciôn apropiada del Imperio de la Ley. Conviene poner de 
relieve a este respecta que los procedimientos en régla no se deben 
considerar como impedimenta para las medidas de gobierno insti- 
tuidas y destinadas a proteger un interés contrario del ciudadano ; los
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procedimientos que no se ajusten a lo establecido y, en particular, 
la dénégation de audiencia al ciudadano interesado tendrân a menudo 
por resultado decisiones ejecutivas ineficaces que redundarân en pér- 
didas y demoras mucho mayores que las ocasionadas por procedi­
mientos equitativos y metôdicos. En suma, el gobierno que actüa en 
armonia con el Imperio de la Ley funciona mejor y consigue mejores 
resultados para el pais. Como juristas, sabemos que nuestros esfuerzos 
continuados ,como asi también la actitud vigilante de los abogados en 
général, serân requeridos para mantener a los ôrganos de jurisdiccion 
administrativa en condiciones comparables a las que siglos de expe­
riencia han forjado para la justicia civil y criminal.

Nunca insistiremos demasiado sobre el impacto total de la action 
administrativa y ejecutiva. Virtualmente todos los ciudadanos 
encuentran programas sobre impuestos, beneficencia social, com­
pensation obrera, licencias para conducir y demâs. Pocas decisiones 
afectan tan extensamente como aquellas que se refieren a 
impuestos, subsidios, créditos püblicos, construction de escuelas, 
caminos y otras obras püblicas y la fijacion de precios en las industrias 
reglamentarias. Una décision administrativa puede tener efectos mas 
graves que un proceso criminal : cuando un médico o un farmacéutico 
pierde su licencia para ejercer su profesiôn; cuando una persona a la 
cual se considéra enferma es confinada en un hospital que, de hecho, 
es una prisiôn; cuando un empleado püblico o privado pierde su 
trabajo o se le déclara desleal a su gobierno. En casi todo pais hay, 
relativamente, pocos jueces y legisladores ; relativamente, pocos 
tribunales y leyes, si los comparamos con el gran numéro de funtio- 
narios de la administration püblica y el gran numéro de casos, 
opiniones y législation delegada de cuyo cumplimiento son aquellos 
funcionarios responsables. Desde cualquier punto de vista que se le 
considéré, el procedimiento administrative y ejecutivo es una parte 
en extremo vital del imperio de la ley.

Dos proposiciones bâsicas encauzan nuestra discusiôn:

A. La diversidad de funciones que son desempenadas por la acciôn admi­
nistrativa y ejecutiva es tan sefialada y tan grande entre diversos paises y 
aün dentro de cada uno de éstos, que resultaria futil para el Congreso el 
prescribir procedimientos detallados que pudieran recomendarse para todas las 
actividades del gobierno.
Ejemplo: un procedimiento administrative no es, de ningun modo, como 
un procedimiento criminal, para el cual existen normas universales. (Ver el 
Informe sobre el procedimiento pénal y el imperio de la ley sometido al 
Congreso de Delhi). N o existe un modelo tipico adecuado que pueda decir 
al funcionario administrative cômo deberia procéder. Los procedimientos 
sobre licencias, pasaportes e impuestos pueden o no tener rasgos semejantes. 
Normalmente, no tendrân ningün parecido con los procedimientos para 
decidir qué propiedad privada es necesaria para la construction de carreteras, 
qué ninos estân autorizados para asistir a escuelas especiales, qué riesgos 
indebidamente afectan la salud de los obreros en una fâbrica, qué medidas 
se requieren para proteger la salud püblica, quiénes entre los ciudadanos 
deberân recibir subsidios o préstamos. Ademâs, existe una gran variedad
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entre la prâctica de organismes locales o de gobiernos provinciales de la 
prâctica de los gobiernos nacionales.
B. Este Congreso deberia tratar de buscar las condiciones minimas del 
procedimiento administrative, pero no debemos enganamos en esta büsqueda 
mediante la cômoda presunciôn de que los procedimientos judiciales pueden 
ser simplemente transplantados sin cambio alguno o sin un nuevo examen. 
La mayoria de los paises pueden estar orgullosos del modo justo en que 
funcionan sus tribunales civiles y criminales. Sin embargo, una gran parte 
de la acciôn administrativa y ejecutiva, se asemeja mucho mâs al proceso 
de ejecuciôn de la ley que al proceso judicial. Muchas de las resoluciones 
gubemamentales son incluso criticamente diferentes de la resoluciôn judicial 
(como por ejemplo, cuando se resuelven miles de demandas sobre seguridad 
social, o cuando deben racionarse ciertos articulos que son escasos). Lo 
importante de todo es lo siguiente: los funcionarios que empleamos para 
desecar pantanos, para dirigir escuelas, para redistribuir la tierra o para 
estimular la expansion industrial, no son jueces. Exagerar el carâcter judicial 
de los procedimientos que tienen los objetivos mencionados significaria, 
en muchos paises, que el progreso hacia lo que la conclusion de Delhi llama 
« una condiciôn razonable de seguridad econômica, bienestar social y educa- 
ciôn del pueblo », no séria una politica aconsejable. Los procedimientos 
judiciales, per se, constituirân con frecuencia un importante punto de refe- 
rencia, pero no son los 'que mâs necesitamos para establecer condiciones 
econômicas, sociales, educacionales y culturales bajo las cuales puedan 
cumplirse plenamente las aspiraciones légitimas del hombre y quede garan- 
tiuda su dignidad.

I Cuâles son entonces las condiciones minimas que implica el 
imperio de la ley ? i  Cuâl es el mejor modo de que dichas condiciones 
sean establecidas y cumplidas?

He aqui algunas sugerencias.

I. Resoluciôn formai

En casi todos los paises cierto tipo de acciôn de las oficinas admi- 
nistrativas o de los funcionarios del ejecutivo es considerado como 
cuasi-judicial. Las decisiones adoptadas son similares a las decisiones 
judiciales; el procedimiento es similar al de la resoluciôn judicial. 
Existen muchas explicaciones para justificar por qué los legisladores 
han asignado taies funciones a los jueces administratives y no al 
poder judicial. El Primer Comité no ha sido consultado para evaluar 
taies explicaciones. En lugar de ello nuestra pregunta bâsica deberia 
ser la siguiente : i  Necesitan los jueces administratives, que deciden 
como si fueran ôrganos judiciales, normas de procedimiento que 
difieren de las normas fondamentales de los tribunales?

Destacamos la palabra « fundamental » porque los principios 
del imperio de la ley no equivalen a las detalladas normas de proce­
dimiento de muchos tribunales. Asi, un tribunal puede actuar en 
acuerdo total con el imperio de la ley aun cuando haya rechazado 
las normas de prueba del « Common law ». Los principios que cier- 
tamente parecen bâsicos son:

1. Debida notificaciôn a las partes interesadas.
2. Debida oportunidad para preparar la defensa, incluyendo el acceso a 
las fuentes de informaciôn necesarias.
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3. Debida oportunidad para presentar la defensa y refutar los argumentos 
contrarios.
4. El derecho a ser representado por un abogado u otra persona calificada.
5. Debida notificaciôn de la décision y de los fundamentos de la misma.

En Delhi, la Comisiôn sobre el poder ejecutivo y el imperio de 
la ley déclaré :

Es preciso que el procedimiento aplicado por taies tribunales y organismos 
especiales garantice los requisitos fundamentales de un juicio objetivo, entre 
ellos el reconocimiento de los derechos a ser oido — en püblico, si ello es 
posible —, a conocer por adelantado las normas que reglamentarân el juicio 
oral, a disponer de una représentation adecuada, a enterarse de los argu­
mentos de la parte adversa y a la ejecuciôn de un fallo motivado.

I Debe ser desarrollada esta déclaration ? I Debe ser modificada ? 
Presumimos que circunstancias excepcionales taies como motines, 
incendios y enfermedades pueden justificar procedimientos râpidos. 
Esta presunciôn parece implicita. i  Existen otras modificaciones, no 
implicitas, que puedan ser esenciales para asegurar la eficacia del 
poder ejecutivo? A la inversa, frases como las cinco enumeradas 
precedentemente son muy vagas ; i  deberiamos, en consecuencia, 
elaborar normas detalladas relativas al contenido de la notificaciôn; 
al acceso a los documentos del gobierno; privilegio de proponer 
testigos amistosos o carear a los testigos que no lo son; objetar a los 
funcionarios encargados de dictar la resoluciôn, reclamar una audien- 
cia püblica ?

Estas son algunas de las preguntas problemâticas y el primer 
Comité debe tratar de contestarlas.

II. Accion que no es cuasi judicial

Pocos paises tienen normas de procedimiento para regular la 
acciôn administrativa y ejecutiva que no es considerada cuasi judicial. 
Se incluye en esta categoria a los actos discrecionales, a la legislaciôn 
delegada, a la resoluciôn informai, es decir, a la mayoria del tipo de 
decisiones administrativas que nosotros tenemos en mente cuando 
nos referimos al « proceso de gobierno ».

En algunos paises se han hecho algunos experimentos los que 
alentaron a nuestros predecesores de Delhi a formular estas dos 
proposiciones :

Independiente mente de la posibilidad de recurrir « a posteriori » ante el poder 
judicial para que éste subsane las medidas ilegales tomadas por el poder 
ejecutivo, es deseable, en términos generales, que se instituya un procedi­
miento previo que asegure el derecho a ser oido y organice las encuestas y 
consultas necesarias. Este procedimiento tendra por objeto que los ciudadanos, 
cuyos derechos o intereses han sido lesionados, puedan formular sus quejas 
de manera que se reduzca al minimo la posibilidad de que el poder ejecutivo 
ponga en prâctica medidas ilegales o desprovistas de fundamento.
Con vistas a afianzar el imperio de la ley, es necesario que el poder ejecutivo 
tenga la obligaciôn de: 1) motivar las decisiones de carâcter administrative



que afectan los derechos de los individuos ... y 2) de comunicar los fundamentos 
de la décision a la parte interesada, si ésta lo pide.

Son de especial interés estas dos citas de la Ley Fédéral de Proce- 
dimiento Administrative de los Estados Unidos, sancionada en 1946:

En tanto que la conducta ordenada de los asuntos püblicos lo permita, toda 
persona interesada puede presentarse ante cualquiera oficina administrativa 
o su funcionario responsable o sus empleados para la présentation, arrcglo 
o détermination de cualquier hecho, demanda o controversia en cualquier 
procedimiento (interlocutorio, sumario o de otra clase) o en conexiôn con 
cualquiera funciôn de la oficina — §6 a ) .
Una notification général de una futura reglamentaciôn (por ejemplo noti­
fication de la intenciôn de promulgar legislaciôn delegada) debe ser publicada 
en el Registre Fédéral (a no ser que todàs las personas sujetas a esta norma 
sean nombradas y notificadas personalmente o, de otro modo, tengan cono- 
cimiento de la norma, de acuerdo con la ley) y deberâ incluir 1) una déclara­
tion acerca de la fecha, lugar y naturaleza del procedimiento de élaboration 
de la norma püblica; 2) referencia a la autoridad bajo la cual se propone 
esta norma; y 3) los términos o el contenido de la norma propuesta o una 
description de los temas y de los problemas comprendidos por la norma... 
la oficina deberâ suministrar a las personas interesadas una oportunidad de 
participar en la elaboraciôn de la norma a través del ofrecimiento de infor­
mation escrita, opiniones o argumentas con o sin derecho a presentar los 
mismos oralmente y, después de considerado todo asunto importante pre- 
sentado, la oficina deberâ incorporar en toda norma adoptada una déclara­
tion général y concisa de sus bases y propôsitos — §4 a) y b j *

También son interesantes las manifestaciones antiguas del derecho 
de pétition. Las palabras en una tabla de piedra de Tailandia que 
se cree datan del ano 1214 han sido citadas del modo siguiente:

En el pôrtico exterior de la entrada del palacio hay un gong suspendido; 
si algün habitante del reino padece un sufrimiento o cualquier enfermedad 
que hiera sus entranas y atormente su aima y que él desea exponer ante el 
principe, no es difïcil de logarlo; solamente hay que golpear el gong que cuelga 
aqui.

Obsérvese el articulo de la Ley de Procedimiento Administrative 
de Espana sancionada en 1958 que se transcribe a continuation :

34. 1. En todos los Ministerios civiles existirâ una Oficina de Iniciativas 
y Reclamationes, dependiente de las Secretarias Generales Técnicas o, en su 
defecto, de las Subsecretarias, encargada de recibir, estudiar y fomentar las 
iniciativas de los funcionarios y del püblico conducentes a la mejora de la 
estructura, funcionamiento y Personal de los servicios administratives, asi

* Las disposiciones citadas no se aplican « en la medida en que se encuentran 
comprendidas 1) cualquier actividad militar, naval o de relaciones exteriores de 
los Estados Unidos o 2) cualquier materia relacionada con la direction de oficinas
o Personal o bienes püblicos, préstamos, garantias, beneficios o contratos». 
Tampoco se aplican « a normas interpretativas, declaraciones generales de poKtica, 
normas de organizaciôn de oficinas, procedimientos o prâcticas o en cualquier 
situaciôn en la que la oficina encuentra por buenos motivos (e incorpora sus 
razones y una breve explication en las normas publicadas) que la notification 
y el procedimiento püblico establecido son impracticables, innecesarios, o con- 
trarios al interés püblico. »
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como de atender las quejas a que puedan dar lugar las tardanzas, desatenciones 
y otras anomalias que se observen en el funcionamiento de los mismos. 
Estas Oficinas existirân también en los Organismos autônomos y, en général, 
en todas las grandes unidades administrativas.
2. Si las reclamaciones presentadas ante la Oficina a que se refiere el numéro 
anterior no surtieran efecto, podrân reproducirse por escrito ante la Presi- 
dencia del Gobiemo, que lo pondra en conocimiento del Jefe del Departa- 
mento correspondiente para que adopte, en su caso, las medidas oportunas.
3. La Presidencia del Gobiemo establecerâ un Servicio de Asesoramiento 
e Inspecciôn de las Oficinas de Iniciativas y Reclamaciones, para velar por la 
observancia de las normas de procedimiento y conocer de las quejas a que se 
refiere tanto el pârrafo anterior como el articulo 77.

En Francia todo individuo tiene el derecho a solicitar que una 
décision administrativa que afecta a sus intereses sea reconsiderada 
bien por medio de una apelaciôn a la persona o funcionario directa- 
mente responsable de la décision (recours gracieux) o al superior de 
la oficina o departamente (recours hiérarchique). Estos recursos 
llamados recursos administratives por oposiciôn a los recursos 
contenciosos estân abiertos a todos y su uso es claramente estimulado.

Un ejemplo de moderno estado administrative que usa los sellos 
postales como un équivalente al gong de Tailandia lo encontramos 
en estas palabras de la Ley de Procedimiento Administrative de 
California sancionada en 1945:

Cualquier persona interesada puede peticionar a una oficina del Estado 
solicitando la adopciôn o la derogaciôn de un reglamento... (y la) oficina 
deberâ dentro de los treinta dias denegar la peticiôn por escrito o determinar 
las fechas en que la materia cuestionada sera tratada en sesiôn püblica.

Compârese la disposiciôn citada con el articulo 6 (d) de la Ley 
Fédéral :

La denegaciôn total o parcial de toda solicitud, peticiôn u otra demanda por 
escrito que alguna de las personas interesadas formule en relaciôn con los 
procedimientos de las oficinas administrativas deberâ ser notificada pronta- 
mente. Tal notification debe acompanarse por una simple declaraciôn sobre 
el procedimiento y otros antecedentes a excepciôn de las decisiones que 
afirmen una denegaciôn anterior o en las que la denegaciôn se explique por 
si misma.

]Il. Publication y publicidad

Cuando Caligula era emperador sus leyes estaban escritas con 
muy bella escritura en pilares bastante altos a fin de que los que 
pasaran frente a ellos no pudieran leerlos. ^Toleramos nosotros el 
équivalente del siglo XX de este injurioso precedente romano? 
Algunas respuestas demuestran que el ejecutivo no es siempre cui- 
dadoso en la publicaciôn de sus reglamentaciones.

** *

El informe del Comité Britânico sobre encuestas y tribunales 
administratives senalo a la publicidad como una de las très caracte-
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risticas esenciales de la resoluciôn o décision. (« Publicidad, equidad 
e imparcialidad ».)

Consideremos esta observation contenida en una respuesta al 
cuestionario :

Me gustaria senalar una garantia que, en mi opiniôn, es de gran importancia 
bajo las actuales circunstancias en Noruega y en otros Estados modernos 
que intervienen en cuestiones sociales y econômicas: el llamado principio 
de publicidad. Este principio se encuentra en la administration sueca y 
filandesa y la ley noruega que se proyecta contiene provisiones que estable- 
cen como norma que el püblico en général tenga acceso a los documentos de 
la administraciôn. En otras palabras, los documentos de la administration 
deben ser püblicos. Este es seguramente un problema discutido y el principio 
de publicidad se practica solamente en este momento en Suecia y Filandia. 
Sin embargo, como una garantfa es, en mi opiniôn, importante y efectivo. 
Es natural que el principio de publicidad puede ser ejercido aceptando muchas 
excepciones; sin embargo el hecho de que la administraciôn sepa que el 
püblico en général y la prensa tendrân acceso a los documentos, sera un 
gran peso a favor de la observancia del imperio de la ley y para prévenir 
el abuso de poder.
En muchos paises los gobiernos insisten en no publicar cuestiones referentes 
a muchas materias y en funcionarios püblicos que tienen una funciôn deci- 
siva en determinar cuando deberâ decidirse la publicidad. i  Se justifica el 
secreto solamente en el interés de la seguridad national, como por ejemplo, 
la represiôn del espionaje o a través de toda materia de asuntos internatio­
nales o siempre que el descubrimiento pudiera revelar la identidad de infor­
mantes policiales? L O debemos aceptar en todo caso la afirmaciôn del 
gobierno (que no puede ser sostenida en razones detalladas) que séria 
contrario al interés püblico producir information sobre un problema 
particular ?

TV. La necesidad de normas

Si el imperio de la ley prescribe condiciones mmimas de proce- 
dimiento, i  cômo deberân ser organizadas ? i  Como normas de justicia 
natural y de debido proceso ? i  Como requerimientos o requisitos 
especificos en una constitution escrita ? i  Como normas modelo que 
toda oficina administrativa deberia promulgar ? i  Como las dispo­
sitions de un reglamento général aplicable a toda action ejecutiva 
que no sea espetificamente exceptuadas ?

Uno de los participantes dice:
La sugerencia de introducir un côdigo uniforme de prâctica y procedimiento 
aplicable a todos los tribunales administratives ha sido recibida en el Canadâ 
de formas bien diversas. El Informe Gordon favorece la adoption de tal 
Côdigo mientras que el Comité Fraiiks (en Gran Bretana) previene en contra 
de una exageraciôn sobre la importancia de tener normas escritas sobre un 
procedimiento teôricamente justo. Lo que realmente cuenta es una mentalidad 
justa en los funcionarios a los que se les confia la responsabilidad. El interés 
de obtener una resoluciôn administrativa eficaz esta mejor servido por los 
requisitos minimos procesales ordenados por los tribunales bajo el con- 
cepto de justicia natural; o deberia prescribirse procedimientos en reglamentos 
individuales para atender a las necesidades de una materia determinada.
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He aqui algunos pasajes especialmente interesantes tomados de 
respuestas al cuestionario :

1) Lo que deberfa buscarse es, en mi opinion, una mejora de las condiciones 
sociales y econômicas de gran parte de la poblaciôn para que estas garantias 
del imperio de la ley puedan ser puestas en prâctica. En otras palabras,
i  qué beneficio pueden aportar los procedimientos aplicados por la prâctica 
administrativa, basados en los principios que se han mencionado, a una 
persona analfabeta que por sus precarias condiciones de vida nunca paga 
impuestos y no tendrâ nunca la posibilidad de utilizar taies procedimientos ?
2) En un pais recientemente independizado, probablemente la necesidad 
mâs urgente es un sistema de economia sana y expansiva. Asimismo un 
control efectivo de la salud püblica y de la tierra. La agricultura es esencial. 
Para alcanzar estos objetivos puede justificarse por cierto tiempo alguna 
interferencia a la libertad... por ejemplo la Venta compulsoria de la tierra 
donde el ocupante ha fracasado persistentemente en el desarrollo de su tierra. 
Esta es una caracteristica del sistema de propiedad de la tierra bajo la légis­
lation irlandesa de tierras.
3) Una reforma agraria profunda podrâ necesitar ciertas modificaciones a 
las mencionadas garantias del imperio de la ley, especialmente aquellas 
mencionadas en el cuestionario bajo A 2) (« acceso a las fuentes de informa­
tion necesarias, incluidos los archivos pertinentes del organismo o funcio- 
nario. ») y A 4 )  (« oportunidad de exponer hechos y argumentos ante el 
organismo o funtionario compétentes »).
4) Donde se han tomado medidas para resolver problemas sociales y eco- 
nômicos, bien sea en paises subdesarrollados o en cualesquiera otros, y estas 
medidas pueden destruir ciertos valores humanos, al extremo de que un dere- 
cho deberâ ser desconocido y una vida extinguida séria mejor que las « modi­
ficaciones » de que se trata fueran abandonadas y se buscaran soluciones 
mucho menos danosas. Dicho en términos legales, las ünicas « modificaciones » 
a las garantias del imperio de la ley que pueden ser permitidas deben ser 
aquellas que en todo momento reconocen el derecho a la vida a la propiedad 
y a la libertad. Los individuos deben tener una oportunidad para cuestionar 
cualquier interferencia en sus derechos a la cual él no haya prestado su con- 
sentimiento.
5) En los paises subdesarrollados, la législation social, tal como es conocida 
en Europa, estâ en gran medida en sus comienzos. En consecuencia, no hay 
en aquellos paises tantas oficinas administratives como existen en una socie­
dad desarrollada. Esto ofrece una oportunidad idéal para introducir en las 
primeras etapas y en todos los niveles estas garantias (del imperio de la ley) 
que los paises mâs desarrollados han establecido a través de siglos. El solo 
hecho de que el pueblo sea incapaz de apreciar y comprender taies refina- 
mientos es mâs bien una razôn mâs para la introduction (de estas garantias) 
que para su postergaciôn; precisamente porque ese pueblo requiere mayor 
protection que aquel mâs educado y conciente de sus derechos. En mi pais 
donde grandes extensiones de territorio, escasamente poblado por una 
mayoria que en las zonas rurales vive al nivel de la sola subsistencia, la 
demanda por taies refinamientos puede no ser muy grande y el costo puede 
ser prohibitivo. Sin embargo, el no tomar las medidas necesarias représenta 
riesgos mucho mayores que los que se puedan derivar de su adopciôn.

V. Algunos comentarios sugestivos
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SEGUNDO COMITÉ

Fiscalizaciôn de las medidas del poder ejecutivo por el 
poder legislativo y los tribunales

El programa del Segundo Comité, como el del Primer Comité, 
puede comenzar muy bien con esta conclusion del Congreso de Delhi 
(1959) adoptada textualmente en Lagos (1961):

El imperio de la ley se basa no sôlo en la adoption de garantfas adecuadas 
contra los abusos que el poder ejecutivo haga de sus atribuciones, sino tam- 
bién en la existencia de un gobierno efectivo, capaz de mantener la ley y el 
orden y de garantizar para los miembros de la sociedad condiciones de vida 
apropiadas en las esferas econômica y social.
Por consiguiente, las conclusiones siguientes relativas al poder ejecutivo y 
al imperio de la ley se han formulado suponiendo que se cumplen ciertas 
condiciones, o que estân a punto de ser cumplidas en el caso de los paîses 
llegados recientemente a la independentia y que todavia tienen que hacer 
frente a difitiles problemas de orden econômico y social. En estas condiciones, 
es necesario que el poder ejecutivo esté investido de atribuciones y medios 
suficientes para desempenar sus funciones integra y eficazmente. Es necesario 
también que el poder legislativo sea elegido mediante un procedimiento demo- 
crâtico y no esté sujeto a la influencia del poder ejecutivo, en lo referente a 
las modalidades de elecciôn y a los demâs aspectos de su funcionamiento. 
Es necesario igualmente que el poder judicial sea independiente y ejerza sus 
deberes sin temor. Por ültimo, es necesario que el gobierno se consagre con 
perseverancia a asegurar la existencia en la sociedad de condiciones econô- 
micas y sociales que garanticen para todo el pueblo niveles decorosos de segu- 
ridad econômica, servicios sociales y educaciôn.

Esta conclusion nos recuerda que una fiscalizaciôn ejercida por 
legislaturas que estân sometidas a manipulaciones del ejecutivo o 
por tribunales que no son independiente s dificilmente puede ser 
considerado como una fiscalizaciôn efectiva y consistente con el 
imperio de la ley.

Las preguntas mâs inquiétantes del Segundo Comité pueden ser 
aquellas que, relacionadas con las conclusiones de Delhi, transcri- 
bimos a continuation :

A. i  Cuândo el control judicial y legislativo impide injustiflcadamente el 
poder y recursos del ejecutivo para cumplir sus funciones con eficiencia e 
integridad?
B. £ Son los contrôles judiciales y legislativos destinados solamente a « pro­
téger el individuo » o pueden ellos reforzar también la acciôn del gobierno 
para lograr dentro de la sociedad condiciones que aseguren una razonable 
seguridad econômica, bienestar social y educaciôn?
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Los juristas no deben ignorar el hecho de que, en ciertas ocasiones, 
los tribunales y las législatures han sido dominados por intereses 
privados, con fines egoistas. No promovemos el imperio de la ley 
al tolerar procedimientos judiciales que son usados principalmente 
para impedir reformas o para fabricar un sistema de supervision 
legislativa que tiene como mayor objetivo el mantenimiento del 
status quo. Debe también subrayarse desde el principio que hay in- 
finitas modalidades y multiples técnicas de fiscalizaciôn legislativa 
y judicial.

I. Fiscalizaciôn judicial

Prâcticamente en todo pais algunas acciones del ejecutivo no son 
susceptibles de una révision judicial, tanto en teoria como (especial- 
mente) en la prâctica. Cuando la acciôn ejecutiva afecta directamente 
intereses privados generalmente esta sujeta a una révision judicial. 
Los procedimientos que pueden ser usados para asegurar tal révision 
son, sin embargo, notablemente diversos, tal como son las normas 
que determinan el alcance de la révision cuando el caso es planteado 
ante los tribunales.

Los problemas, que han sido largamente considerados por los 
estudiosos del derecho administrative, y que han sido discutidos 
largamente en las respuestas al cuestionario del Segundo Comité 
son los siguientes: Si los métodos de révision son adecuados; si la 
parte afectada tiene derecho a demandar; si las cuestiones de hecho 
tanto como las cuestiones de derecho pueden plantearse ante los tribu­
nales; si la reglamentaciôn administrativa y los actos discrecionales 
pueden ser sometidos a examen; si la equidad del procedimiento 
administrative puede ser revisada. La técnica légal parece infinita.

Casi todos los que han respondido al cuestionario se han referido 
espetificamente a esta pregunta : i  qué medidas deberian tomarse 
para mejorar la fiscalizaciôn de la actuaciôn del poder ejecutivo ?

Algunos pasajes que transcribiremos a continuation sugieren 
ciertas ideas que podemos aprovechar:

(1) Para mejorar las funciones de los tribunales que resuelven disputas
administrativas séria necesario :
(i) Extender la protecciôn jurisdiccional al interés général ya que no es 

suficiente en la sociedad compleja de nuestro tiempo donde la acciôn 
administrativa crece constantemente, proteger solamente el interés 
particular;

(ii) Eliminar en la resoluciôn las disputas administrativas la distinciôn 
existente en la constituciôn entre actos discrecionales y actos no discre­
cionales de la administration, de modo tal que en los casos de actos 
discrecionales pueda haber control no solamente sobre defectos de forma 
y de procedimiento sino también del ejercicio indebido de la facultad 
discrecional;

(iii) Prohibir a la administration la facultad de revocar derechos que hayan 
sido declarados y reconocidos por la administraciôn y establecer un 
procedimiento especial que en la legislaciôn espanola se conoce como 
proceso de lesividad con el propôsito de obligar a la administraciôn a
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recurrir a tribunales administratives si ella desea revocar taies derechos; 
esto asegura a los ciudadanos el sostenimiento de las decisiones adminis- 
trativas favorables en tanto no sean anuladas por tal tribunal...

(2) Entre los adelantos que pueden hacerse en materia de fiscalizaciôn por 
la législature o por el poder judicial sobre el ejecutivo yo mencionaria las 
mejoras de la législation concemiente al habeas corpus y el recurso para la 
protection de derechos constitucionales (recurso de amparo), que en su forma 
présente résulta muy anticuado e incompatible con nuestra constitution; 
la révision de las leyes con respecto a la responsabilidad de los funcionarios 
püblicos para hacer mâs efectivas las penalidades determinadas por viola- 
ciones a la ley por parte de dichos funcionarios y una mejor détermination 
en las leyes de ciertos principios establecidos en la constituciôn.
(3) Una mejora deseable séria incorporar a las libertades fundamentales 
garantizadas por la constituciôn unas palabras apropiadas que expresamente 
o implicitamente autorizarân a los tribunales a ampliar su jurisdicciôn para 
limitar y controlar los excesos del poder ejecutivo, tal como la clâusula del 
debido proceso de la constituciôn americana o el requisito de « razonabilidad » 
en las restricciônes que pueden ser impuestas por la ley bajo la Constituciôn 
de la India... En la medida en que la législature se transforma mâs y mâs en 
una creaciôn del ejecutivo para formarla de acuerdo a sus deseos por su mayor 
poder y desarrollar un sentido de irresponsabilidad hacia el deseo del pueblo, 
tal como nunca puede ser encontrada aun en las mâs antiguas democracias, 
en esta medida una ampliciôn del ârea de jurisdicciôn del poder judicial en el 
proceso judicial mismo, parece una imperiosa necesidad.

Tal vez nuestra tarea sera facilitada si tratamos de aislar las normas 
fundamentales dejando a los estudiosos y reformadores de cada pais 
la tarea de organizar las otras normas detalladas que se consideren 
necesarias para asegurar una efectiva révision. Teniendo esto présente 
nosotros podemos reexaminar las siguientes conclusiones de Delhi y 
de Lagos preguntândonos si las mismas son suficientemente explicitas :

Delhi: Con el objeto de garantizar que el alcance, fines y procedimiento de 
la facultad de legislar a titulo delegado se cinen a lo dispuesto, es 
indispensable que tal facultad esté sometida en ültima instancia a la 
fiscalizaciôn de un ôrgano judicial independiente del poder ejecutivo. 
En général, todo acto del poder ejecutivo que afecte de manera 
directa y perjuidicial la persona, la propiedad o los derechos del indi- 
viduo debe quedar sujeto a révision por parte de los tribunales de 
justicia.
La révision judicial de los actos del poder ejecutivo puede llevarse 
a cabo de manera satisfactoria por tribunales administratives orga- 
nizados espetialmente con dicho fin o por los tribunales ordinarios. 
Cuando no existan tribunales especializados, es indispensable que 
las decisiones de los tribunales y de los organismos administratives 
especiales que se creen (entre ellos, todos los organismos administra­
tives que tomen decisiones de indole judicial) queden sometidas en 
ültima instancia a révision por parte de los tribunale ordinarios. 
Debe reconocerse al ciudadano que ha sufrido perjuicio como conse- 
cuencia de un acto o actos ilegales cometidos por el poder ejecutivo 
una via de recurso apropiada, en forma de acciôn contra el Estado o 
contra el individuo responsable, que garantice un fallo satisfactorio 
tanto en la primera como en la segunda de dichas posibilidades.

Lagos: El poder judicial ha de tener competencia para determinar, con res­
pecto a todos los casos en que asi se pida, si existen las cricunstancias
o se han reunido las condiciones bajo las cuales ha de ejercerse, o se 
ha ejercido, tal facultad.
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Si bien se reconoce que en muchos casos quizâ no sea apropiado que 
los tribunales ordinarios investiguen si esta o no fundado cierto acto 
administrative del poder ejecutivo, se conviene en que la persona 
lesionada ha de poder ejercitar su derecho de acceso a :
a) un sistema de tribunales administratives con jurisdicciôn inde- 
pendiente, o,
b) si no existe tal sistema, a un tribunal administrativo sujeto a la 
autoridad suprema de los tribunales ordinarios.
Es conveniente que, de ser ello razonable habida cuenta de las cir- 
cunstancias, las medidas del poder ejecutivo se suspendan mientras 
sean objeto de révision por los tribunales.

Deberfamos tener en cuenta que los objetivos del Segundo Comité 
son grandemente afectados por las conclusiones a que llegue el Primer 
Comité. El alcance de la révision judicial puede ser mâs limitado 
cuando el precedimiento administrative es amplio que cuando es 
restrictivo. Mâs aün, la posibilidad de una révision judicial puede ser 
limitada razonablemente si los sistemas de révision dentro del proceso 
administrativo son justos.

Debemos considerar esta pregunta : i  existe algün peligro de que 
los abogados puedan alguna vez restar demasiada importancia al 
procedimiento de los tribunales desviando asi la atenciôn de la nece- 
sidad mâs critica de reformas en el nivel administrativo ? Un infor­
mante alemân comenta que « el contralor judicial subsiguiente — par- 
ticularmente en la administraciôn econômica contemporânea —■ 
frecuentemente no es digno de la preocupaciôn de los interesados, 
porque llega demasiado tarde y a veces toma demasiado tiempo; 
cuesta dinero y puede hacer muy diffeil una colaboraciôn subsiguiente 
con la administraciôn. »

O. Fiscalisation legislatiya

El poder legislativo créa oficinas administrativas y modifica sus 
atribuciones,

Sanciona reglamentos, revisa presupuestos, adjudica fondos, 
aconseja y presta acuerdos, investiga e influye de otros modos en la 
ejecuciôn de las leyes. Felizmente, la respuesta de que « ahora no 
tenemos poder legislativo » no aparece frecuentemente en las contes- 
taciones a nuestro cuestionario. De acuerdo con la enunciaciôn del 
Congreso de Delhi, la mayoria de los participantes présentes pueden 
asumir « la existencia de un poder legislativo elegido por un proce­
dimiento democrâtico ». Muy pocos de nosotros, sin embargo, pueden 
jactarse de una ôptima eficacia con respecto a la fîscalizaciôn de la 
action ejecutiva por parte del poder legislativo.

En el Congreso de Delhi los participantes concluyeron que « quizâs 
sea util complementar la fiscalizaciôn judicial de la facultad de legislar 
a titulo delegado mediante la instauration de un procedimiento de
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supervision que sea ejercido por el poder legislativo, por una comision
o un comisionado del poder legislativo o por una autoridad indepen- 
diente, antes o después de la entrada en vigor de dicha facultad. »

El Segundo Comité puede canalizar su discusiôn considerando las 
propuestas y principios que estân implicites en estas très observa- 
ciones :

(1) La fiscalizaciôn de la acciôn del ejecutivo podria hacerse mâs efectiva y 
tener mayor alcance mediante el uso del «ombudsman»(porejemplo, asig- 
nando a un funcionario independiente la responsabilidad de investigar las 
demandas de los ciudadanos en contra de la burocracia). Tal funcionario 
podria ser responsable, como en Escandinavia, de la investigaciôn e informe 
al Parlamento de una acciôn administrativa injusta y arbitraria. Este recurso 
sera un complemento muy util a los procedimientos existentes en el Parlamento 
taies como el tiempo para preguntas, que es ampliamente utilizado para 
plantear las quejas de los ciudadanos. Serà una gran contribuciôn para 
subsanar la déficiente e incompleta consideraciôn que actualmente se presta 
a las demandas.
Una alternativa de mejora (que probablemente séria adaptable a las condi­
ciones de Australia) séria el establecimiento de una autoridad en la linea del 
« Consejo de los Tribunales » de Inglaterra. La autoridad propuesta compren- 
deria idealmente en pequeno comité de alto nivel integrado por jueces, abo- 
gados que practican su profesiôn, funcionarios civiles, représentantes de la 
universidad y otros similares secundados por un secretariado permanente. 
Este organismo podria tener funciones con relation a las siguientes materias :

(i) Investigaciôn y anâlisis de los poderes normalmente ejercitados por el 
ejecutivo con particular referencia a las violaciones de los derechos e 
intereses de los ciudadanos y a métodos apropiados de fiscalizaciôn.

(ii) Continua supervision e investigaciôn de los tribunales administratives 
existentes y de las oficinas u organismos que tienen facultades discre- 
cionales.

(iii) Iniciaciôn de reformas procesales designadas para promover el imperio 
de la ley.

(iv) Investigaciôn de las demandas de ciudadanos sobre aplicaciôn injusta
o discriminatoria de los poderes del gobiemo.

Este Comité podria ser obligado a informar al Parlamento anualmente, 
aparté de los informes que pudiera producir sobre temas particulares.

(2) Mientras no cabe duda alguna de que todo abogado y seguramente todo 
buen ciudadano, puede y debe reclamar que el ejercicio arbitrario del poder 
por parte del ejecutivo debe ser prevenido y fiscalizado, sin embargo pueden 
admitirse ciertas dudas sobre la medida de la fiscalizaciôn efectiva que la 
legislatura puede realmente tener sobre el ejecutivo...
Un control por el poder legislativo en la ültima instancia es un control por el 
pueblo o por el electorado; y, a exception de las sociedades que han desa- 
rrollado un alto sentido de conciencia de sus derechos privados y de sus deberes 
püblicos, un poder legislativo elegido bajo la democracia parlamentaria es 
considerado mâs inclinado a permitir, disimular o ser indiferente a las arbi- 
trariedades del poder ejecutivo en tanto que eso sirve a los intereses del partido 
en el poder. Informes recientes sobre las nuevas naciones de Asia y Africa han 
subrayado este hecho. Un poder legislativo elegido (por el pueblo) mâs que 
un medio para un fin (por ejemplo, buen gobierno) es un fin en si mismo. 
En tanto que el ejecutivo — desde el ministro abajo — es una rama del partido 
en el poder, en esa misma medida el poder legislativo y, en consecuencia, el 
partido en el poder desearân fiscalizar al poder ejecutivo para sus propios 
fines.
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(3) La administration de un pais se ha transformado en algo tan complejo 
y vasto que su cabeza (o el ejecutivo) aparece como el legitimo detentador del 
poder. El poder legislativo ha abandonado gran parte de su influencia natural 
en los asuntos de gobiemo, a juzgar al menos por lo que puede ser observado 
en mi pais (un pais latinoamericano) y muchos otros. Mas que un ôrgano 
creador deleyes aparece hoy como caso exclusivamente un foro donde loslideres 
se reünen a discutir de modo desapasionado problemas poh'ticos, a menudo 
solamente politicos partidistas e indiferentes al pueblo, preocupados e inte- 
resados en asuntos econômicos de tipo prâctico y no en el nivel teôrico. Preo­
cupados, en sintesis, por su propia seguridad Personal y la de sus familias 
en un mundo donde la inseguridad crece incesantemente. Es muy diffcil, 
me parece, mejorar el sistema institucional a través de medidas exteriores 
solamente, ya que la vida, segün esta formada en el présente, parece indicar 
que no es tanto la falta del sistema como la falta de los hombres que lo aplican. 
Ellos — todos nosotros — estamos envueltos en una atmôsfera de intranqui- 
lidad y aun de temor, que ha surgido, por encima de todo, por causas econô- 
micas. Las sacudidas de los aspectos econômicos de la existencia han alterado 
en mayor o menor grado, segün el pais de que se trate, los moldes juridicos 
de casi todos los sistemas organizados durante el ültimo siglo.

n i. i  Cuâles son las medidas especiales que usted sugiere en materia 
de desarrollo social y econômico?

El redactor del cuestionario del Segundo Comité tuvo la espe- 
ranza de que en las respuestas se encontraria alguna orientation 
sobre sistemas de révision judicial y legislativa que podrîan ser adop- 
tados a necesidades generalmente reconocidas para el desarrollo 
social y econômico. Asi, por ejemplo, las respuestas fueron estudiadas 
con la intention de encontrar sugerencias sobre la importancia de 
los jueces y los legisladores con relaciôn a una reforma agraria de 
fondo, con relaciôn a reformas importantes en el campo fiscal y en 
materia de educaciôn. Se ha sabido que el Parlamento Britânico ha 
tenido que desarrollar técnicas especiales para tratar con la industria 
nacionalizada y que en los Estados Unidos (del mismo modo que en 
varias otras repüblicas federales los tribunales frecuentamente 
tratan con cuestiones de gobierno de carâcter püblico), los jueces han 
tenido un impacto muy limitado en la administration de la T.V.A. 
y otros proyectos sobre recursos naturales.

Las respuestas a este cuestionario en este aspecto no han sido 
satisfactorias. Los siguientes comentarios provienen de dos paises 
latinoamericanos :

En mi opinion es enteramente inütil proponer cualquier medida relacionada 
con el desarrollo social y econômico en tanto que la autoridad püblica del 
pais mantenga la estructura de la organizaciôn existente. El progreso social 
y econômico de este pais no presentaria ninguna gran dificultad si los ôrganos 
del gobierno funcionaran con independencia y también armônicamente.
La administration püblica debe ser descentralizada y deben organizarse 
oficinas técnicas para la promociôn del desarrollo social y econômico.

Casi todas las otras propuestas no se relacionan, ni siquiera vaga- 
mente a nuestra précisa pregunta. En lugar de ello, hay sugerencias 
sustanciosas como las siguientes:
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El aumento continuo en la educaciôn para adultos y el contacto creciente entre 
el püblico y los colegios de abogados.
Un desarrollo que promoverâ el gran despertar del electorado con relaciôn 
a sus derechos e igualmente una gran predisposiciôn para luchar por ellos, 
apareceria como una primera necesidad.
Una legislaciôn adecuada para evitar la discriminaciôn por razones raciales 
y de otras indole ; medidas efectivas para combatir la ignorancia ; la eliminaciôn 
de medidas legislativas que dificultan a la libre empresa; . . .  medidas para 
salvaguardar la propiedad privada sin perjuicio de una distribuciôn apropiada 
de la tierra...
Establecer un ministerio de acciôn social autorizado, por el bien delindividuo 
y la comunidad como tal, para la soluciôn de todos aquellos problemas pro- 
venientes de la sociedad en los tiempos modernos que atiende especialmente la 
previsiôn social y la réhabilitation; la generalizaciôn de las leyes referentes 
al abandono de la familia de modo tal que aquellos que incurran en tal res- 
ponsabilidad deberân recibir el castigo merecido; una reforma agraria ade­
cuada que deberia permitir a todos la propiedad de la tierra y el cultivo de la 
misma; y una oficina de planification para asegurar que los recursos de la 
salud püblica y de la producciôn no serân malgastados.
Yo creo que es fondamental, por Io menos en mi pais, que los trabajadores 
partitipen en los beneficios de las empresas.

En général estas y otras ideas similares pueden ser dignas de aten- 
ciôn. Sin embargo, ellas parecen el tema asignado al Segundo Comité. 
La Declaraciôn de Delhi establece que el imperio de la ley es un 
concepto dinâmico que deberia ser empleado para establecer condi­
ciones sociales, econômicas, educativas y culturales bajo las cuales 
puedan realizarse las aspiraciones légitimas del individuo y su dignidad. 
Antes de pasar a la tarea de identificar y définir aquellas condiciones, 
detalladamente, tal vez, como abogados, deberiamos estar seguros de 
que el sistema de fiscalizaciôn legislativa judicial esta verdaderamente 
preparado para enfrentar los problemas de la nueva era.

IV. Comentarios finales ilustrativos

(1) Las declaraciones anteriores (referentes a un pais latinoamericano) me 
excluyen de responder a las preguntas del cuestionario, desde que mis res- 
puestas serfan solamente teôricas y no reflejarian los hechos porque, en el 
présente nosotros no tenemos una verdadera administration de justicia, ni 
tampoco jueces ni imperio de la ley. Esto significa que nosotros no tenemos 
garantias legislativas, ni judiciales ni personales. Nosotros conocemos los 
derechos humanos en los libros y no en la prâctica.
(2) Desde mayo de 1955 mi pais se ha visto enfrentado con problemas que 
no sido posible resolver antes de la proclamaciôn de la Independencia de
1 de enero de 1960. Esta situaciôn excepcional ha llevado a aquellos respon­
sables de la autoridad püblica a adoptar medidas excepcionales para asegurar 
el mentenimiento del orden, delà paz y delà unidad national. Es verdad que 
esas medidas, que fueron concebidas para tratar con una situaciôn particular, 
pueden chocar algunos como violando aparentemente ciertas libertades 
fondamentales; pero el buen sentido y el respeto por la dignidad humana 
requieren que estas medidas sean mantenidas hasta que la tranquilidad sea 
restaurada en toda la Fédération.
(3) Con un sistema constitucional como el que hay en mi pais, con el poder 
del Consejo Ejecutivo en las manos del gobernador y el consejo legislativo 
virtualmente sin poder para actuar contra los deseos del gobernador, hay
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muy poco que recomendar excepto el cambio total del sistema para poder 
cumplir con las condiciones establecidas para un gobierno bajo el imperio 
de la ley. Tal cambio es urgentemente necesario para que el pueblo pueda 
entender estas condiciones del imperio de la ley, porque no tiene hasta el 
momento conocimiento y experiencia fuera de su propio sistema.
(4) En général parecerfa justo comentar que en Australia en la prâctica 
tiende a negar la proposiciôn (del cuestionario) que dice « que un poder eje­
cutivo desenfrenado se transforma en arbitrario ». En las materias en las que 
la acciôn del ejecutivo esta relativamente sin fiscalizaciôn, hay muy poca 
prueba de actitudes arbitrarias en Australia. Finalmente, en cualquier comu- 
nidad la medida de la libertad que gozan los ciudadanos depende de las tradi- 
ciones de tal comunidad...
(5) Las disposiciones legales formates (de un pais latinoamericano) des- 
critas anteriormente parecen ser suficientes para fiscalizar y limitar al eje­
cutivo y proteger totalmente los derechos humanos, como asimismo para 
asegurar que hay allf un recurso adecuado contra toda acciôn arbitraria o 
injusta que sera debidamente sancionada. Tal vez podrian establecerse dispo­
siciones para agilizar los procesos legales o para eliminar o reducir fallas 
menores en el sistema haciendo en consecuencia mâs efectivo el derecho. 
Estas materias, sin embargo, no son de gran importancia ... el problema mâs 
serio es que el derecho en gran medida no se cumple. El derecho es pasado 
por alto o ignorado cada vez que el régimen polîtico en el poder encuentra 
que sus disposiciones son inconvenientes.
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TERCER COMITÉ

Responsabilidades de los abogados en una 
sociedad en yias de evoluciôn

Le pregunta clave del cuestionario correspondiente al Tercer 
Comité es : i  Contribuye la profesion juridica de su pais a mantener 
las resoluciones ejecutivas y administrativas dentro de los limites del 
imperio de la ley en una sociedad en evoluciôn?

La investigaciôn correlativa sobre très tipos diferentes de la acti- 
vidad de los abogados se refiere : a los que se dedican al ejercicio 
privado de la profesion; a los que desempenan funciones en la adminis­
traciôn püblica y a los jueces. Con respecto a estos ültimos, nuestros 
participantes fueron invitados a contestar la siguiente pregunta: 
i  en qué medida los sistemas adoptados en su pais responden a las 
Conclusiones a que se llegô en el Congreso Internacional de Juristas 
de Nueva Delhi, India, y en la Conferencia Africana sobre el Imperio 
de la Ley celebrada en Lagos, Nigeria?

Con muy pocas excepciones las respuestas fueron afirmativas 
expresando « Si, ellas se ajustan a las Conclusiones de Delhi y de 
Lagos » o « substancialmente de acuerdo con aquellas conclusiones ». 
Las Conclusiones de Delhi y las de Lagos se han agregado en el 
apéndice del cuestionario y también en el apéndice de este documento 
de trabajo. Tal vez sea ütil a los participantes releerlas en esta opor- 
tunidad.

No cabe duda de que los abogados que desempenan funciones en 
el gobierno tienen grandes responsabilidades e influencia. Constituye 
materia de discusiôn, sin embargo, si el abogado tiene algün grado de 
independencia en el caso de que su consejo sea rechazado. El no puede, 
por decirlo asi, negar su propio alegato. Pero hay normas de rectitud 
a las cuales debe ajustarse y si se halla imbuido por los princi- 
pios del imperio de la ley, su influencia ha de ser considérable y 
beneficiosa.

Las preguntas sobre « Abogados en la funciôn püblica » revelan 
sérias dificultades terminolôgicas. En algunos paises, la expresiôn 
« abogados del gobierno » incluye el abogado que representa al 
gobierno ante los tribunales (fiscal o asesor del gobierno) y también 
al burôcrata que sirve a una oficina del gobierno como asesor légal. 
El término mencionado no incluye a los legisladores, a pesar de que 
un nümero importante de éstos pueden ser abogados. En otros paises,
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la expresiôn « abogados en el gobierno » aparentemente significa 
tan solo « fiscal en lo criminal ». Por ültimo, en otros paises, las posi- 
ciones administrativas pueden ser ocupadas por personas que se han 
graduado en leyes pero cuyas funciones no implican la solution de 
problemas de indole légal. Con tanta diversidad no deben sorpren- 
dernos las diferentes respuestas que se han recibido a estas dos pre- 
guntas :

i  Cômo pueden contribuir concretamente los abogados del Estado al desa- 
rrollo social y econômico y a la consolidaciôn del imperio de la ley?
I, Tiene el abogado del Estado una responsabilidad especial en el cumpli- 
miento de los deberes ejecutivos y administratives, derivada de sus deberes 
profesionales y éticos?

Estos problemas terminolôgicos nos sirven para recordarnos los 
limites de la generalizaciôn sobre el imperio de la ley. La estructura 
de las comunidades juridicas varia grandemente. En algunos paises, 
los jueces son elegidos ünicamente entre los miembros del Colegio de 
Abogados; en otros, los jueces son preparados separadamente y 
prâcticamente no hay movimiento de abogados que vayan de la prâc- 
tica profesional hacia el ejercicio de la judicatura. En algunos paises 
los colegios de abogados estân integrados por procuradores (solicitors) 
y abogados (barristers). La preparacion dentro de un determinado 
pais puede ser muy extendida, pero muy pocos graduados en leyes 
pueden ganar su vida como abogados. Este tipo de diferencias nos 
hace ser muy cautos en la insistencia de cierto tipo de virtudes que 
podrian convertir en imposible una clase de organizaciôn.

La diversidad de la comunidad juridica en los diversos paises 
puede requerir también una diferenciaciôn en el modo de acentuar 
la importancia de las conclusiones de Delhi y de Lagos (Ver Apéndice). 
Alli los delegados trataron de establecer los requisitos minimos para 
que una sociedad sea gobernada por el imperio de la ley. Las con­
diciones con relation a los abogados que practican su profesiôn 
privadamente son, sin embargo, mâs complejas. Las conclusiones 
que se proponen aeâ no reflejan tradiciones que hayan sido seguidas 
siempre. Lo que parece algo digno de desear es el acuerdo entre 
nosotros de que taies conclusiones son objetivos aceptables y que 
nosotros, los abogados, debemos luchar por ellos.

Tenemos la esperanza de que el sumario de las respuestas al cues­
tionario que ofrecemos a continuation, va a suministrar information 
suficiente para sostener una discusion sobre lo que una sociedad 
dedicada al imperio de la ley debe buscar como objetivo, en contraste 
con lo que, en el pasado, pueda haber sido logrado.

I. i  Cuântos abogados ?

El problema de la cantidad es critico. Si hay pocos abogados el 
efecto puede ser muy grave. Por ejemplo, en este caso carece de sentido
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el derecho, expresado en Delhi, de una persona arrestada « a consultai- 
un asesor légal de su propia elecciôn ». Por otra parte se informa que :

(En un pais latinoamericano) los abogados sin clientela suficiente y presio- 
nados por la falta de dinero aceptan casos indefendibles desde el punto de 
vista de la ley y de la justicia y tratan de evitar por todos los medios posibles 
el esclarecimiento de los hechos.
Un esfuerzo deberia hacerse (como en un pais europeo) para mantener a todos 
los abogados, cualquiera sea su actividad, en altas condiciones de vida, 
mediante el aumento de los sueldos de jueces y profesores de derecho y dismi- 
nuyendo el ingreso al ejercicio de la profesiôn. Un nümero muy grande de 
abogados en el ejercicio de la profesiôn puede ser un factor de disminuciôn 
de la calidad profesional.
Debido al hecho de que (en un pais africano) la profesiôn juridica es muy 
numerosa, es cierto el hecho de que muchas clases de mal comportamiento 
profesional no son planteados ante el Comité de Disciplina. Litigios por pura 
especulaciôn son otro sintoma de superabundancia profesional. Pero esto 
tiene, por lo menos, el efecto, tal vez cxnico, de dar un improvisado argu- 
mento sobre la amplia posibilidad de asistencia légal en los litigios.

Nosotros podemos dificilmente sugerir un porcentaje preciso o 
aün aproximado del nümero de personas que deberian vivir de la 
prâctica de la profesiôn. Esto depende en gran parte de la importancia 
de la ley y de los procedimientos legales. No obstante, podemos estar 
de acuerdo en lo siguiente: (1) la profesiôn légal puede perder pres- 
tigio al aumentar excesivamente la cantidad de abogados; y (2) un 
nümero minimo de abogados es necesario para proveer asistencia 
légal a aquellos que la necesiten.

Consideremos este bien meditado comentario:
En Rodesia del Norte la gran mayoria de los abogados, hoy en dia, son euro- 
peos. Los abogados del futuro serân, en gran medida, africanos de raza. Los 
abogados actuales tienen la tarea muy especial de mantener los niveles eleva- 
dos que ellos han heredado de un sistema légal largamente establecido y 
estimular y admitir nuevos abogados locales sin establecer ninguna restricciôn 
para el ingreso a la profesiôn, como un intento de mantener viejos intereses e 
impedir la entrada de abogados locales.

El mismo problema existente en los Estados Unidos, donde el 
informante dice que no hay suficientes abogados negros en muchas 
partes del pais. Este problema puede considerarse tipico de los paises 
en los que existen grupos minoritarios.

II. Représentation del indigente

Casi en todas partes existe un verdadero descontento por la calidad 
de la representaciôn de los clientes indigentes. Prâcticamente todos los 
paises proveen asistencia légal a aquellos acusados de graves delitos. 
Aquellos acusados de delitos menores o comprometidos en una causa 
civil no siempre estân bien asistidos legalmente.

En Inglaterra, el gobierno y la profesiôn juridica trabajan juntos, 
armoniosamente, para proveer de asistencia légal al indigente. Este 
sistema hace posible al ciudadano verse asistido tanto en las causas
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civiles y criminales, como asimismo obtener asesoramiento légal. Si 
el cliente sin medios econômicos tiene que pagar o no, o, en caso 
afirmativo, cuânto, depende solamente de sus medios. La mayoria 
de los abogados que intervienen en estos casos son pagados con fondos 
püblicos si el cliente no puede pagarlos, pero los abogados deben 
aceptar por sus servicios sumas algo mâs bajas que los honorarios 
normales.

Por ejemplo, Australia informa que
la asistencia légal varia en naturaleza y extension de Estado a Estado y no es 
enteramente adecuada en todos los casos. Generalmente hablando tiende a ser 
mâs adecuada en materia criminal que en materia civil.

El problema puede ser dividido en dos : (1) i  quién recibe asistencia 
juridica? y (2) i  quién paga por ella? Con relation a la primera,

Tanganyika no es suficientemente rica para proveer de asistencia juridica a 
aquellos que no pueden pagar los servicios de un abogado. La Asociaciôn de 
Derecho ha lanzado un proyecto que, de materializarse, proveerâ de alguna 
asistencia juridica al indigente. Bajo la ley sobre defensa de los prisioneros 
pobres, toda persona acusada de homicidio puede, si el juez esta de acuerdo 
en que no tiene medios para pagar los servicios de un abogado que lo defienda, 
ser defendido por un abogado designado por el gobierno cuyos servicios 
profesionales serân pagados por el propio gobierno.

Algunas leyes requieren servicios profesionales gratuitos para per- 
sonas que ganan por debajo de una suma determinada. Taies provi- 
siones pueden resultar enganosas :

La asistencia juridica existe en la ley de procedimiento sôlo en teoria porque 
se exige que, para que alguien pueda obtener este beneficio, el ingreso financiero 
del solicitante no debe ser mayor de 65 dôlares por ano. Todo ingreso por 
encima de esta suma descalifica al solicitante para obtener este servicio gratui- 
tamente. En la prâctica, en consecuencia, la asistencia juridica es desconocida, 
porque nadie puede cumplir esta condition.

La asistencia juridica puede encontrarse en algunos tribunales. 
Dentro de los Estados Unidos muchos Estados tienen defensores 
püblicos para el criminal indigente, pero no hay defensor püblico 
pagado por el gobierno en los tribunales federales (aunque la légis­
lation para proveerlos estâ pendiente). Rodesia del Norte informa 
sobre un problema comparable:

La asistencia juridica en materia criminal existe en razôn de la Ley de Defensa 
de Personas Pobres. Esta ley permite la asistencia juridica en los casos que 
los tribunales consideran importantes y que el acusado no puede solventar su 
defensa, como asimismo en casos similares de apelaciôn.
La décision estâ en las manos de los tribunales y la asistencia juridica es 
autorizadapor los tribunales superiores, aun en casos no muy importantes, pero 
pocas veces es autorizada por los tribunales inferiores. Este es un defecto serio 
en razôn de que muchos delitos importantes son juzgados por los tribunales 
inferiores en Rodesia del Norte.

Con respecto a la financiaciôn de la asistencia juridica en algunos 
paises (en Alemania, por ejemplo), el gobierno paga los gastos. En 
Kenia, el costo es aparentemente compartido :
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En las causas criminales, el Présidente de la Corte tiene un voto especial en 
materia de disposiciôn de fondos, que lo autoriza, a su discrétion, a sufragar 
el gasto ocasionado por la prestaciôn de un servicio profesional. En casos 
muy importantes, esto se hace como materia corriente. Los honorarios profe- 
sionales pagados en taies casos son modestos, casi nominales y la lista de 
abogados que desean actuar en taies casos (que no son limitados a delitos que 
conlleven de condena de pena de muerte) esta en la Suprema Corte. En la 
prâctica cuando el Présidente de la Suprema Corte considéra que el caso lo 
merece, la solicitud de patrocinio légal no se limita a los nombres de la lista 
y yo conozco de algunos casos en que un abogado, cuya intervention ha sido 
requerida para intervenir en una causa criminal, bien sea por el acusado o 
por la Corte, ha rechazado prestar sus servicios.

Igualmente sucede en los Estados Unidos, donde un defensor o 
asesor juridico designado por el gobierno puede obtener un honorario 
nominal que cubre apenas los gastos.

En algunos paises, los colegios de abogados llevan toda la carga 
de la asistencia juridica. Por ejemplo en Costa Rica :

Todos los abogados, licenciados y procuradores con una oficina al püblico 
tienen la obligaciôn de aceptar hasta dos casos de defensas oficiales al mismo 
tiempo y solamente pueden ser liberados de esta obligaciôn por razones que 
sean consideradas justas por los respectivos tribunales.

El mismo sistema se aplica aparentemente en Grecia; tiene ciertos 
riesgos. En Francia por ejemplo:

Hay un sistema de asistencia légal para aquellos que no pueden pagar los 
servicios de un abogado. Un departamento especial les otorga una subvention 
y el présidente del Colegio de Abogados désigna a un abogado que presta sus 
servicios gratuitamente. El costo del juicio de las personas necesitadas debe 
ser soportado por la sociedad y no por el abogado joven, quien corre el riesgo 
de no prestar toda la atenciôn que estas causas merecen.

En Ceilân hay un programa de asistencia juridica que dirige la 
Sociedad de Derecho y que recibe también subvenciones del gobierno. 
Mas aün, en los casos de delitos graves, los tribunales designan a los 
abogados para que defiendan a personas que por la carencia de medios 
no puedan hacerlo, si endo remunerados taies abogados por el gobierno. 
En los Estados Unidos hay varios Estados que tienen el sistema de 
defensor püblico para las causas criminales. La asistencia juridica 
en materia civil y en materia criminal donde no hay defensor püblico, 
es sostenida por contribuciones de caridad y por abogados que frecuen- 
temente hacen donation del tiempo que ellos emplean en taies 
defensas.

Nuestros informantes estân de acuerdo, generalmente, en que la 
diferencia entre procedimiento criminal y procedimiento civil y entre 
causas criminales sérias y menos sérias son en teoria indefendibles. 
Tienen sentido solamente, con carâcter général, para aquellas sociedades 
que no pueden afrontar los gastos de una asistencia juridica adecuada.

Las respuestas al cuestionario no dan ninguna muestra de pro- 
blemas que se planteen con motivo de que el gobierno financie la asis­
tencia juridica, aunque tal sistema es, potencialmente, una fuente de
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interferencia oficial en el imperio de la ley. En Delhi hubo una dis- 
cusiôn sobre si la obligation de proveer asistencia juridica corres- 
pondia al Estado o a los colegios de abogados, que fue, eventualmente, 
resuelta en esta declaraciôn:

Incumbe en primer lugar a las profesiones juridicas patrocinar la creaciôn 
de asesorias especiales y hacer valer toda su influencia para que quede asegu- 
rada la prestation de asesoramiento y représentation juridicos apropriados. 
Por su parte, el Estado y la comunidad tienen la obligation de rendir ayuda 
a las profesiones juridicas para que éstas puedan llevar a cabo sus responsa- 
bilidades.

La siguiente proposition se transcribe como una sintesis:
El imperio de la ley requiere abogados profesionalmente compétentes que 
estén dispuestos a representar (y de hecho lo hagan) a la comunidad en su 
totalidad sin considerar raza, religiôn, politica ni ninguna otra diferencia. 
El colegio de abogados debe ser suficientemente grande para atender las 
necesidades de la comunidad en todos los casos de importancia suficiente 
como para justificar los servicios de un técnico en derecho, y suficientemente 
diversificado de modo tal que, ningün cliente deseando obtener la adecuada 
representaciôn de un abogado de su propia elecciôn tenga dificultades para 
obtenerla.
Los abogados individualmente, los colegios de abogados y el gobierno 
deberian tratar de proveer a los clientes indigentes de un servicio adecuado 
de asistencia juridica cada vez que se vean envueltos en cuestiones legales que 
directamente los afecte.

ITT. Etica. Admisiôn. Disciplina

Es tal vez imposible formular, con sentido para todos, normas de 
ética profesional que tengan aplicaciôn universal. Las respuestas al 
cuestionario reconocen que, para proteger la réputation de la profe- 
siôn, la moralidad debe ser observada, tanto en la vida profesional del 
abogado como en su vida privada. Los casos de incompatibilidad 
son factores de descrédito, pero no se sugiere una clara définition 
de lo que es exactamente una causa prohibida. Por ejemplo, Francia 
y otros paises consideran esto como impropio del abogado :

Hacer un pacto de « quota litis » en el que su rémunération se calcule de 
acuerdo con la importancia del caso en disputa; esta remuneraciôn deberia 
depender en principio solamente del trabajo realizado, cualquiera fuera la 
importancia del interés envuelto.
En paises de la Comunidad Britânica de Naciones (Commonwealth) el pacto 
de quotalitis y el acuerdo para prolongar la duraciôn del litigio, son ilegales. 
Asi, un convenio en el que un procurador inicia una acciôn judical contra 
un banco sobre la base de que él recibirâ el 25 por ciento del total recuperado 
en lugar de los honorarios fijados en concepto de costas, se considéra un pacto 
de quotalitis y es ilegal. Es igualmente ilegal el acuerdo celebrado con un 
demandante indigente para prolongar la duraciôn del litigio sobre la base de 
que si se resuelve favorablemente, el abogado cobrarâ una cantidad superior 
a las costas legales normales.

En los Estados Unidos el sistema de honorarios-contingentes 
puede ser usado en cierto tipo de litigios, en los que la compensation 
del abogado depende del éxito de la causa y que sea un porcentaje
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participado de los frutos de la demanda. Es dificil decir que esto es 
necesariamente inconsistente con el imperio de la ley.

Virtualmente todos los paises informan que tienen un sistema 
reconocido de ética profesional y alguna autoridad para obligar a su 
complimiento, aunque la aplicaciôn prâctica es frecuentemente 
inadecuada. Tal vez deberia acentuarse que el abogado es principal- 
mente un colaborador de la Justicia.

El Congreso de Delhi concluyô :

Con el objeto de garantizar el imperio de la ley, es indispensable que los
letrados puedan organizarse en cuerpos profesionales independientes y libres.
Sin embargo, es admisible que los tribunales ejerzan funciones generales de
supervision y que existan normas que regulen la entrada de nuevos miembros
en cada cuerpo y el ejercicio de la profesion forense en sus diversas ramas.

Las respuestas al cuestionario, en général, indican que este reque- 
rimiento ha sido logrado. Sin embargo, la extension de la « organi- 
zaciôn » varia grandemente, tanto como la estructura de la profesion 
juridica. Donde la profesion esta dividida entre abogados y procu- 
radores aparecen ciertos problemas obvios. Ellos existen también 
en paises donde la profesion juridica es regionalmente organizada, 
donde la prâctica esta dividida de acuerdo con los tribunales (por 
ejemplo en Egipto donde pueden actuar en la Suprema Corte sola­
mente los abogados mâs antiguos y honorables de la profesion) hay 
problemas adicionales. Lo que parece vital es la presencia de la auto­
ridad disciplinaria y la experiencia puede sugerir que tal autoridad 
es mejor ejercida a través de la propia profesion juridica.

Las organizaciones régionales son, frecuentemente, dominantes.
En los Estados Unidos la profesion juridica esta organizada 

regionalmente dentro de los 50 Estados; la asociaciôn del Estado tiene 
frecuentemente la funciôn de examinar las solicitudes de admisiôn 
y de aplicar sanciones disciplinarias por violaciones a la ética. Los 
tribunales de los Estados a veces fiscalizan estas funciones de admitir 
y aplicar sanciones y hay siempre révision judicial de las resoluciones 
sobre cuestiones de exclusion o de sanciones disciplinarias, cuando 
éstas han sido objetadas por el interesado. La legislatura general- 
mente prescribe las condiciones generales de admisiôn y a veces los 
fundamentos de la disciplina.

Un sistema similar es seguido en muchos paises, con mayor o 
menor participation de los colegios de abogados. Por ejemplo :

Francia: La admisiôn es otorgada por la Orden de los Abogados de cualquier 
colegio profesional y esta sometida a la fiscalizaciôn de los tribu­
nales. El abogado permanece « a prueba » durante très a cinco anos 
y su nombre entra entonces en la Gran Lista (« Grand Roll »). 
La acciôn disciplinaria respecto a toda violaciôn de las normas de 
conducta profesional es considerada por esta « Orden » siempre 
sujeta a fiscalizaciôn judicial.

Kenia: El organismo que gobierna a la profesiôn juridica es el Consejo de
la Sociedad de Derecho de Kenia. Este es un organismo légal, con
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personerfa juridica, creado por un decreto de la Sociedad de Derecho 
de Kenia, en 1949. La Sociedad de Derecho esta formada, para 
decirlo brevemente, por todas aquellas personas que estân autori- 
zadas a practicar el derecho en Kenia y que han obtenido certifi- 
cado de prâctica. Las personas que constituyen el Consejo, por 
ejemplo, el Présidente, Vicepresidente y otras seis personas son 
elegidas en la réunion général anual de la Sociedad de Derecho, por 
medios democrâticos normales. La direction de los asuntos de la 
Sociedad de Derecho esta en las manos del Consejo que tiene poder 
para hacer nombramientos y actuar a través de comités. Tiene 
asimismo poder para nombrar empleados pagos o no, en cargos 
taies como tesorero o secretario.
La solicitud de admisiôn como abogado es realizada por medio 
de una peticiôn al présidente de la Suprema Corte. La pétition 
debe ser acompanada con copias que serân remitidas a la Secretaria 
del Consejo de Ensenanza del Derecho, organismo creado bajo la 
ley de 1961 con el objeto de ejercer una supervision général y la 
flscalizaciôn sobre la ensenanza del Derecho en Kenia. Otra copia 
de la peticiôn es remitida a la secretaria de la Sociedad de Derecho. 
El Consejo de Ensenanza del Derecho esta formado por :

a) El Présidente de la Suprema Corte, o un juez nombrado por él, 
como Présidente;
b) un juez nombrado por el Présidente de la Corte;
c) el Asesor General o el Procurador General;
d) cuatro abogados que serân designados por el Consejo de la 
Sociedad de Derecho; y
e) una persona relacionada con la ensenanza del Derecho en Africa 
Oriental, que serâ designada por el Asesor General.
Los abogados pueden ser removidos de la Lista de Abogados. Por 
ejemplo, pueden ser privados del derecho a ejercer de acuerdo 
con el procedimiento establecido con tal propôsito por la Ley. 
Esto comprende, en primer lugar, la présentation de la denuncia; 
en segundo lugar, el traslado de esta denuncia a la Ofitina de Inves­
tigation y tercero, si a esta altura la materia es considerada suficien- 
temente séria, se célébra una audiencia ante el Comité de Disciplina. 
Este comité organizado por la Ley esta formado por: a) el Asesor 
General y el Procurador General, ambos de oficio y b) très abogados 
(que no deben ser el Présidente, el Vicepresidente ni el Secretario 
de la Sociedad de Derecho) que tengan mâs en diez anos en el 
ejercicio de la profesiôn. Todos ellos son elegidos por la Sociedad 
de Derecho por un término de très afios. El Comité de Disciplina, 
al terminar la audencia, présenta sus conclusiones y sus resoluciones 
en un informe a la Suprema Corte. Todo abogado perjudicado por 
el informe puede recurrir a la Suprema Corte la que procédé a 
considerar este recurso como en apelaciôn y a adoptar medidas 
disciplinarias que puedan corresponder. Los poderes de la Suprema 
Corte a este respecto no pueden ser ejercidos por menos de dos de 
sus magistrados. Existe ademâs el derecho de apelar ante el Tribunal 
de Apelaciones de Africa Oriental.

Egipto : La acciôn disciplinaria contra los abogados es ejercida por un comité 
formado por el Présidente del Tribunal de Apelaciones del Cairo, 
dos antiguos abogados del mismo Tribunal y dos miembros del 
Consejo de Abogados designados por el abogado contra el cual la 
acciôn disciplinaria se solicita y por el Consejo de Abogados, respec- 
tivamente. Siempre estâ abierta al Consejo de Abogados la posibili- 
dad de amonestarle.
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i  Son objetivos generalmente aceptables los siguientes ?
El imperio de la ley requiere alguna autoridad que tenga el poder 

(y de hecho lo ejerza) de seleccionar a los aspirantes por sus cuali- 
dades y competencia, tanto como para imponer la disciplina por 
defectos en el cumplimiento del Côdigo de Etica. Estas funciones 
son desempenadas mâs eficazmente por agrupaciones de abogados 
autonômas y democrâticamente organizadas; pero, en ausencia de 
ellas, el Estado debe proveer a su cumplimiento. Los funcionarios 
de la autoridad gubernativa deben administrar el Côdigo de Etica 
substancialmente del mismo modo que los tribunales administran 
justicia, debiendo estar permitida la révision judicial. La asociaciôn 
de abogados debe estar abierta a todo abogado calificado sin discri­
mination basada en cuestiones raciales, religiosas o politicas. Los 
funcionarios de la asociaciôn deberian ser representativos de los 
abogados asociados y de la comunidad a la que sirven.

IV. El abogado y su cliente

El Congreso de Delhi tratô importantes materias sobre las rela- 
ciones entre el abogado y su cliente del modo siguiente :

Sujeto a la obligation profesional de aceptar negocios en circunstancias 
apropiadas, debe reconocerse al abogado su plena libertad para rechazar 
cualquier caso que sea ofrecido a su cuidado.
Si bien, en lo que se refiere a aceptar un negocio, varian de un pais a otro las 
obligaciones de los abogados, puede estimarse que:
1) Cuantas veces estén en juego la vida, la libertad, los bienes o el buen 
nombre de una persona, ésta tiene derecho a hacerse asistir y representar por 
un abogado. Para que este principio tenga efectividad, es preciso que los 
abogados estén a menudo dispuestos a asegurar la defensa de personas que 
estén vinculadas a causas impopulares o que profesan opiniones minoritarias 
con las que el letrado no coincide en absoluto.
2) Cuando un abogado ha aceptado hacerse cargo de un asunto, le esta 
vedado desecharlo en perjuicio de su cliente si no da para ello un motivo 
justo y suficiente.
3) Incumbe al abogado el deber de presentar ante el tribunal todos los medios 
de derecho y de hecho que estime necesarios para la defensa, sin que deba 
abrigar temor alguno a las consecuentias de su actuation.

El cuestionario para el Tercer Comité no probô aquellos temas; 
tal vez la referencia en el cuestionario a la représentation de un cliente 
cuya causa es impopular, no fue suficientemente meditada. En las 
respuestas hay un punto, sin embargo, que merece mencionarse. 
Prâcticamente todos los paises informan que la relation confidential 
entre el cliente y su abogado es respetada si bien hay algunas excep- 
ciones bien definidas. Por ejemplo Noruega:

El abogado tiene en todo caso libre acceso a sus clientes y el derecho a hablar 
con ellos a solas. Esto se aplica en cuestiones civiles y criminales. Una legis- 
laciôn especial ha restringido en cierta medida el derecho général de los 
abogados a rehusar el descubrimiento de materias confiadas a ellos por sus 
clientes, como por ejemplo, cuando un abogado es informado de planes para
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cometer cualquier delito grave o cuando el descubrimiento es necesario para 
evitar la condena de una persona inocente. Mâs aün las leyes impositivas y las 
leyes sobre cambio de divisas extranjeras imponen a los abogados el deber, en 
algunos casos especiales, de contestar preguntas formuladas por las autori- 
dades con relaciôn a cuestiones financieras de sus clientes.

La importancia de la relaciôn confidencial parece justificar la 
proposiciôn siguiente, en adiciôn a lo establecido en Delhi:

Es esencial al imperio de la ley que, con pocas y claras excepciones, el cliente 
sea libre para discutir todas sus materias importantes con su abogado sin 
temor a una posterior divulgation por el abogado voluntariamente o por 
compulsiôn de la ley.

V. Los Colegios de Abogados y la Reforma del Derecho

Con una notable uniformidad casi todos los paises informan que 
no hay interferencias del Gobierno con los Colegios de Abogados. 
En algunos casos esto debe ser porque el Colegio es tan inactivo que 
no merece la preocupaciôn de una interferencia. La information, 
en général, impresiona muy bien, sin embargo, e indica una buena 
tradiciôn de independencia de las Asociaciones de Abogados.

Por otra parte existe una impresionante falta de uniformidad 
sobre la medida en que los Colegios de Abogados estân activos en 
el campo de la Reforma del Derecho. Muchos paises informan muy 
poca actividad. En algunos casos la falta parece estructural; en otros 
la composiciôn misma del Colegio de Abogados causa problemas. 
Por ejemplo:

La Sociedad de Derecho (de Tanganyika) podria ser un instrumento efectivo 
de la reforma légal si tuviera un sostén mâs fuerte por parte de los abogados. 
La mayoria de los abogados no son africanos y muchos de ellos no han 
mostrado mayor interés en las reformas legales necesarias, pero, ahora que 
el pais tiene una Facultad de Derecho en Dar-es-Salam y el nümero de abogados 
africanos aumenta constantemente, hay una brillante posibilidad de que el 
Colegio de Abogados que serâ formado en un futuro cercano serâ capaz de 
promover una reforma légal efectiva.

En muchos paises, desgraciadamente, hay muy poca acciôn en 
este sentido, porque los abogados son indiferentes.

Donde un movimiento de reforma es mâs frecuente, es con respecto 
a materias de particular interés para el abogado ; por ejemplo, proce­
dimientos judiciales. Perü informa:

Como un ejemplo reciente de la intervenciôn efectiva del Colegio de Abogados 
en el proceso de Reforma Legislativa, puede mencionarse que en 1959 la 
Comisiôn Ejecutiva désigné un comité para preparar un proyecto de Ley de 
reforma al Côdigo de Procedimiento Civil. Este comité ha completado ahora 
su tarea y ha presentado su informe. Con toda seguridad, la eficacia de tal 
intervenciôn dériva mâs de la position del Colegio de Abogados como insti­
tution y de su prestigio en la profesiôn juridica, que del texto de la Ley.

Una participaciôn mâs général no se encuentra frecuentemente, 
pero existe. Los Colegios de Abogados de varios paises tienen Comités
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de relaciôn con Comités del Poder Legislativo a los que asisten en la 
preparaciôn de proyectos y otras materias técnicas. Un notable 
éxito ha sido el de la Sociedad de Derecho de Procuradores, en 
Jamaica :

La Sociedad de Procuradores constantemente formula presentaciones al 
gobierno asi como reformas y adiciones a la Ley y recientemente ha desempe- 
nado una funciôn prominente en la elaboraciôn de la nueva Constitution 
para Jamaica independiente, esperialmente en relaciôn a fortalecer las pro\i- 
siones en protection de las libertades fundamentales.

El éxito de estas asociaciones que son activas y extensamente 
arraigadas, sugieren la formulation siguiente :

Un Colegio de Abogados autônomo debe ser substancialmente 
libre de la interferencia del Poder Ejecutivo. Debe, en la medida de lo 
posible, proveer asistencia técnica al Poder Legislativo y al Poder 
Ejecutivo. Tiene el deber de presentar programas de reforma ante las 
autoridades correspondientes, particularmente en materias en las que 
el conocimiento püblico es muy superficial y en las que el conoci- 
miento y la técnica del abogado son de gran importancia.
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CUARTO COMITÉ

Importancia de la ensenanza del derecho en una 
sociedad en vias de evoluciôn

Este es el primer Congreso de la Comisiôn Internacional de 
Juristas en el que la ensenanza del derecho ha sido incluida como 
uno de sus temas mâs importantes. Nunca se ha reunido antes un 
nümero tan destacado de distinguidos juristas, provenientes de 
tantos paises, para examinar los sistemas de ensenanza del derecho 
de todo el mundo. El prefacio a esta parte del cuestionario dice:

Para que la profesiôn juridica disponga de los medios necesarios para cumplir 
su cometido de asegurar que la actuaciôn del poder ejecutivo en una sociedad 
en evoluciôn se mantenga dentro de los limites del imperio de la ley, es preciso 
que los hombres de leyes reexaminemos el sistema de ensenanza del derecho 
y del papel que la profesiôn juridica desempena en la sociedad. En dicha 
ensenanza del derecho hay que hacer hincapié cada vez mâs en dos aspectos 
del derecho : los procesos a través de los cuales el derecho evoluciona y puede 
adaptarse a las nuevas situaciones que surjan y las concepciones fundamen- 
tales que inspiran las medidas de protection y amparo del grupo y del individuo 
que han ido evolucionando en los juicios. Finalmente, y esto tiene también 
importancia, el profesor de derecho debe asumir cada vez mâs, a través de 
la ensenanza, la responsabilidad de imbuir en el estudiante de leyes la elevada 
significaciôn de los principios del imperio de la ley, destacar la importante 
necesidad de hacer frente a las exigencias de una sociedad en évolution e 
inculcarle las cualidades personales necesarias para mantener en alto l'os 
ideales superiores de la profesiôn.

Nosotros afirmamos, con toda seguridad, que el imperio de la 
ley no puede preservarse si no hay dirigentes de la profesiôn 
juridica ■— jueces, abogados, funcionarios del Gobierno — que hayan 
obtenido una adecuada preparaciôn en el campo del derecho. Nosotros 
afirmamos, también, que una excelente preparaciôn légal por contra- 
posiciôn a una preparaciôn légal déficiente constituye un objetivo 
fundamental para las naciones que esperan resolver el problema que 
hemos definido como el mayor dilema que enfrentan hoy tanto los 
gobiernos como los ciudadanos : « Como obtener un equilibrio entre 
la libertad del Poder Ejecutivo para actuar eficazmente y su tendencia 
a aumentar sus Modérés por una parte, y por la otra, la protection de 
la comunidad y del individuo en el goce de sus derechos. »

Debe dejarse perfectamente establecido al comienzo de nuestra 
discusiôn que las naciones que tratan seriamente de proveer una 
excelente ensenanza del derecho pueden elegir entre una gran variedad
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de sistemas. No sacaremos todo el provecho esperado si los partici­
pantes en este Cuarto Comité no nos brindan una mera description de 
sus tradiciones locales y de sus propias experiencias. Nosotros nota- 
remos que entre los distinguidos juristas que intervienen acâ hay 
hombres que han sido educados tanto en escuelas de derecho peque- 
nas, como en grandes universidades ; en paises que tienen solamente 
una facultad de derecho y en paises que tienen varias ; en paises que 
tienen universidades privadas y en aquellos en las que son solo 
püblicas; en escuelas extranjeras o en universidades nacionales. 
No existe, en ninguna parte del mundo, « la facultad de derecho 
tipica » o « un modelo de facultad de derecho ». Aun en paises que 
tienen el mismo idioma e igual tradition juridica, los métodos de 
ensenanza del derecho varian grandemente.

Las respuestas al cuestionario del Cuarto Comité ofrecen una 
information de gran importancia con respecto a la ensenanza del 
derecho. Sin embargo, los titulos del cuestionario no constituyen 
una agenda adecuada porque en gran parte estaban destinados a 
asegurar una information detallada que sera organizada oportuna- 
mente. Los senores delegados deberân preguntarse a si mismos si la 
agenda del Cuarto Comité puede ser aceptada en lo que el cuestio­
nario llama « nuevas tendencias de la ensenanza juridica ». Mas 
especificamente, hasta qué punto las instituciones e individuos cuyo 
deber es preparar abogados deberân tomar la responsabilidad de 
ensenar no solamente las normas jurîdicas sino también una com- 
prensiôn verdadera del imperio de la ley. No solamente lo que 
« la ley » es, sino también como y por qué la ley es ley, como asi 
también, cômo y por qué deberâ ser mejorada. No solamente los 
deberes del abogado para con su cliente sino también sus deberes 
civicos y sus responsabilidades con relation a la reforma de la légis­
lation y al imperio de la ley.

Todos estos problemas son criticos cuando consideramos la 
importancia de la ensenanza del derecho en una sociedad en vias 
de évolution. Estos son problemas serios tanto para paises que tienen 
sistemas de ensenanza bien establecidos cuanto para los que comienzan 
a establecerlos. Pero estos problemas son diferentes de aquellos otros 
problemas que han constituido la preocupaciôn fundamental de los 
que se dedican a estudiar la ensenanza del derecho. Asi, por ejemplo, 
los profesores y decanos que sufren por falta de bibliotecas y de 
recursos financières prefieren atender, naturalmente, primero a estos 
problemas fisicos que a los que puedan imponer las exigencias de 
la reforma de la ley y del imperio de la ley. Igualmente, estos ültimos 
temas son frecuentemente subestimados por los tribunales, los 
colegios de abogados y otros sectores de la administraciôn püblica 
cuya mayor preocupaciôn se relaciona con los graduados en derecho 
que carecen de la mâs elemental nociôn acerca de las normas juri- 
dicas, o carecen de aptitud profesional o no estân suficientemente 
bien formados en materia de ética profesional.

34



I No serân nuestras sesiones mâs valiosas, si los delegados tratan 
de evitar lo que puede ser considerado como « problemas elementales » 
y, en lugar de ellos, nos detenemos a considerar los problemas del 
imperio de la ley? Teniendo esto en cuenta, i  no séria interesante 
ver si existe acuerdo en ciertas proposiciones introductorias como 
éstas (reservando asi la mayor parte de nuestro tiempo para la dis- 
cusiôn de problemas mâs dificiles)?.

A. En todo pais el objetivo de largo alcance deberâ ser asegurar 
que las necesidades tanto del gobierno como de los clientes parti- 
culares de obtener asistencia légal ordinaria sean satisfechas por 
una gran cantidad de hombres y mujeres cuyo grado de çapacidad 
y responsabilidad ética es igual al que exigen taies necesidades.
B. Las Facultades de Derecho y aquellas otras instituciones 
especialmente dedicadas a la ensenanza del derecho deberân 
producir un impacto significativo en la calidad de los servicios 
prestados por los abogados. Sin embargo, esta calidad serâ 
afectada también por las condiciones naturales, por la éducation 
extralegal, y por las influencias del ambiente familiar, de la 
comunidad, de la iglesia, etc.
C. Todos aquellos que tienen interés en la ensenanza juridica 
deben luchar para inculcar en todos los estudiantes de dérecho 
el respeto por el imperio de la ley.
D. Aunque las necesidades locales frecuentemente requieren 
una atencion especial, la ensenanza del derecho serâ mâs efectiva 
a la larga (1) si se reconoce a las universidades una mayor responsa­
bilidad ; (2) si jueces, legisladores y funcionarios de la administra­
tion son limitados en el grado de control que ellos puedan ejercer 
sobre los profesores de derecho; y (3) si las instituciones que 
pueden competir entre ellas en el campo de la ensenanza de 
derecho son estimuladas de modo tal que la expérimentation, 
especializacion y objetivos que se relacionen con la préparation 
juridica sean mejorados.

Si las proposiciones introductorias similares a éstas obtienen 
nuestro acuerdo, podemos pasar a discutir estas materias :

I. i  Un programa de estndios mâs amplio?

La pregunta inicial del cuestionario del Cuarto Comité, es la 
siguiente:

l  Preparan las escuelas de derecho de su pais a sus alumnos para 
hacer frente a los problemas creados por la aplicaciôn de los prin­
cipios del imperio de la ley en un periodo de desarrollo social y 
econômico ?
Las preguntas subsidiarias se relacionan con problemas de ética 

légal, libertades civiles y la posibilidad de ampliar los objetivos del
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programa de cursos. Aeâ tenemos algunos ejemplos de respuestas a 
la pregunta nüm. 6 : i  Qué podria hacerse para mejorar la formation 
de los estudiantes de derecho en los mencionados puntos ? :

Es de desear, indudablemente, que en una sociedad constantemente en vias 
de évolution (como en un pais latinoamericano) deben existir dentro de las 
facultades de derecho otros cursos sobre materias de importancia decisiva 
para la ciencia juridica. Deberia existir, por ejemplo, una câtedra de socio- 
logia para ayudar a comprender los fundamentos del derecho y para explicar 
las razones de sus instituciones. Deberia existir no solo la câtedra de filosofia 
del derecho sino también la câtedra de filosofia général. Esta reflexiôn se 
justificarâ plenamente si se considéra que el derecho no es otra cosa que la 
vida de la humanidad. Ademâs deberia establecerse una câtedra de ciencia 
politica con el objeto de ensenar las nuevas tendencias en el desarrollo de 
las actividades politicas de nuestros dias, de un modo critico y analitico, 
con particular referencia a los aspectos indeseables de esas nuevas tendencias. 
Para decirlo sintéticamente, la ensenanza del derecho debe tener el sello del 
humanismo.
Es siempre un problema muy dificil (y hasta se duda de su posibilidad de 
resolverlo) intensificar la ensenanza en cualquiera de los campos mencio­
nados anteriormente. Debido al gran numéro de materias que deben ser 
ensenadas y el programa correspondiente que debe ser estudiado, es dudoso 
que sea posible (en Noruega) prestar a los problemas del imperio de la ley 
mâs atenciôn de la que actualmente se les presta. Es también una cuestiôn 
de recursos monetarios, de mâs câtedras en la facultad, y mâs bibliografia 
noruega sobre estos temas.

El Cuarto Comité desearâ probablemente reflexionar sobre las 
breves opiniones siguientes:

Reorganizar varios temas taies como Historia del Derecho, Derecho Consti- 
tutional y Filosofia del Derecho.
Yo pido que los estudiantes tengan una préparation en Filosofia que sea a 
la vez général y profunda...
Séria de desear que dentro del sistema francés se prestara mâs atenciôn al 
derecho comparado.
El programa de la Facultad podria ser modificado e invitar a profesores 
extranjeros a colaborar en materias en las que no existan profesores locales 
bien calificados.
Yo pienso que deberia organizarse un curso especial sobre la ética de la 
profesiôn juridica, que el sueldo de los profesores de derecho debe ser aumen- 
tado y que los niveles de disciplina deben ser elevados.

Con el ejemplo que damos a continuation se demuestra que no 
debe perderse de vista la existencia de los problemas prâcticos:

La ensenanza del derecho esta en su etapa incipiente y tal vez experimental 
en Ghana. Si los profesores de derecho de Ghana pasaran breves periodos 
de tiempo en instituciones extranjeras, esto los capacitaria para aportar 
nuevas ideas a su pais, que pueden ayudar considerablemente a mejorar 
nuestra propia ensenanza del derecho. Mâs aün, un estudio serio sobre la 
historia légal y sobre el derecho local es requerido para que el estudiante 
tenga material de estudio adecuado. En este sentido se ha trabajado muy poco. 
El incentivo para dicho trabajo no habrâ sido tan grande desde que no habia 
en el pais ningün sistema local de ensenanza del derecho. Ahora que nosotros 
tenemos nuestro propio sistema de ensenanza del derecho, tal investigaciôn 
ocurrirâ necesariamente, sujeta, naturalmente, a los fondos disponibles.
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Debe destacarse que aün los paises con sistemas de ensenanza del 
derecho muy elaborados no se encuentran, de ningün modo, en condi­
ciones de ofrecer su sistema como un « modelo ».

Asi :

Las preguntas que se plantean acâ, han sido, desde la reapertura de las uni- 
versidades después de la guerra, el tema de extensas y a veces calurosas 
discusiones con particular referencia a  la reforma de las universidades alema- 
nas, especialmente, las facultades de derecho. Estas discusiones son ahora, 
por una parte parcialmente replanteadas y por la otra, parcialmente dejadas 
de lado, ante la posibilidad de establecer planes de largo alcance para agrandar 
las universidades existentes o para constituir nuevas universidades. No pode- 
mos entrar a discutir estas materias dentro de los limites de este cuestionario.

I Cuâles son entonces los objetivos prâcticos de la ensenanza de 
la evoluciôn histôrica del derecho y sus condicionamientos politicos, 
sociales y econômicos? i  Cuâles los objetivos prâcticos de ensenar 
métodos, procesos y técnicas en virtud de los cuâles el derecho crece 
y se desarrolla ? i  Objetivos prâcticos taies como un programa que 
incluya una amplia referencia al Derecho Püblico y a la funciôn 
püblica ? i  Cuâl es el énfasis adecuado para la ensenanza sobre 
responsabilidad profesional (incluyendo ética légal) y libertades 
civiles ? i  Es la siguiente una proposition para abogados de diversos 
paises que pueda significar algo mâs que una piadosa esperanza y 
una promesa vatia?

Las escuelas de derecho y los profesores deben estar constantemente preve- 
nidos sobre los peligros de una preparaciôn juridica demasiado limitada en 
su alcance, demasiado provinciana en su perspectiva o demasiado técnica. 
Esto no significa que el derecho local y otros temas prâcticos deban ser 
ignorados. Al contrario, estos temas son a veces errôneamente subestimados. 
Sin embargo, cualquiera que sea la habilidad prâctica del abogado, no puede 
considerarse propiamente preparado si no ha sido educado teniendo en 
cuenta las relaciones histôricas y contemporâneas entre los principios del 
imperio de la ley y las necesidades del desarrollo social y econômico.

II. i  Quién debe estudiar derecho?

La idoneidad de los aspirantes a estudiar en las escuelas de derecho 
esta determinada en parte por una habilidad innata, en parte por 
cierta preparaciôn previa, en parte por cualidades que se refïeren al 
carâcter y a la vocaciôn por la justicia.

Estas conclusiones se sugieren:

1) Debe exigirse cierto tipo de prueba de admisiôn, especialmente la prueba 
universitaria (o examen de ingreso). Sôlo aquellos aspirantes que muestren 
las condiciones necesarias del nivel requerido deberân admitirse en las escuelas 
de derecho de modo que los recursos financières disponibles no sean mal- 
gastados en estudiantes que carecen de la idoneidad necesaria.
2) Los juristas deben cuidar el libre acceso a la ensenanza del derecho. 
Las discriminaciones raciales, religiosas, politicas o de cualquier otra indole 
que impliquen dichas discriminaciones estân en contra del imperio de la ley.
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Muchas respuestas a nuestro cuestionario han indicado que el 
estudio del derecho es frecuentemente posible solamente a aquellos 
que pueden financiar sus estudios. Los juristas deben tener la res- 
ponsabilidad de elaborar planes que aseguren préstamos y becas 
que pueden ser tan vitales para la escuela de derecho como lo son 
las aulas y las bibliotecas. El imperio de la ley puede verse compro- 
metido por un Poder Judicial o un Colegio de Abogados cuyos 
miembros provengan solamente de familias opulentas.

III. i  Quién debe ensenar ?

En algunos paises los profesores de derecho son juristas altamente 
respetados, en otros su reputaciôn es algo cuestionable. Algunas 
escuelas de derecho pagan sueldos muy altos, otras parecen satis- 
fechas con el profesor mediocre que puede ser atraido por un bajo 
salario. Algunos criticos argumentan que el profesor de dedicacion 
exclusiva es frecuentemente demasiado teorico; otros sostienen que 
el éxito académico es raramente un atributo del profesor que comparte 
su actividad docente con otras actividades, particularmente cuando 
se dedica a la prâctica de su profésiôn de abogado.

El Cuarto Comité tendra que examinar la funcion del profesor 
de derecho después de articular sus conclusiones sobre los objetivos 
de la escuela de derecho. La mayoria de nosotros conoce por expe­
riencia personal cuânto puede un buen profesor mejorar y estimular 
las habilidades y aspiraciones del estudiante. El juez Benjamin 
Cardozo se dirigiô una vez a un grupo de estudiantes del modo 
siguiente:

Ustedes estudiarân la sabiduria del pasado, porque en un desierto de opiniones 
en conflicto, una ruta ha sido senalada. Ustedes estudiarân la vida de la 
humanidad, porque esta es la vida que ustedes deben ordenar, y para ordenar 
con sabiduria se debe conocer. Ustedes estudiarân los preceptos de la justicia, 
porque éstas son las verdades que a través de ustedes llegarân a la hora de 
su triunfo. Acâ esta la gran empresa, el bello esfuerzo, la espléndida posibilidad 
de realizaciôn, a la cual yo os convoco y os doy mi bienvenida.*

Nuestra pregunta debe ser : i  Cual es el mejor sistema posible que 
las naciones puedan adoptar para elegir los profesores que corres- 
pondan a las palabras de Cardozo ?

IV. i  Quién debe reglamentar la enseiianza del derecho ?

Anteriormente se ha sugerido como una proposition introduc- 
toria que los jueces, los legisladores y los funcionarios de la admi­
nistration deberian restringir el grado de control que ellos ejercen

* « The Game of the Law and Its Prizes », discurso pronunciado por el juez 
Benjamin Cardozo en la inauguration del 74° ano escolar de la Facultad de Derecho 
de Albany, 10 de junio de 1925.
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sobre aquellos dedicados a la ensenanza del derecho. Sin embargo, 
nosotros sabemos por information proveniente de diversos paises 
que administradores incapaces y aun inescrupulosos en algunas escue- 
las de derecho (en muchos casos motivados por el deseo de aumentar 
sus ganancias) explotan el deseo de aquellos que estân dispuestos 
a hacer un sacrificio personal y las nobles ambiciones que caracterizan 
a los jôvenes que quieren ser abogados.

La forma de la reglamentaciôn que es necesaria para asegurar la 
obtention del nivel esencial en la ensenanza del derecho, para garan- 
tizar que los fondos püblicos y las donaciones privadas sean usadas 
eficientemente y para promover las vocaciones que se refieran al 
imperio de la ley variarân grandemente de pais a pais. En général, 
el objetivo en cada pais deberia ser el establecimiento de un sistema 
en el que los propios profesores de derecho, trabajando en colabora- 
ciôn con otros juristas, tengan la preparaciôn y la capacidad de empresa 
y la imagination necesaria para organizar programas de estudio, para 
fijar reglas de admisiôn y de promotion y para gobernar las escuelas 
de derecho con sabiduria.

Mas aün, todos los responsables de la ensenanza juridica deben ser 
debidamente instruidos con respecto a la necesidad de la libertad aca- 
démica. El imperio de la ley no florecerâ entre profesores y alumnos 
de derecho cuyas ideas o producto de su investigation sean censurados, 
cuya actividad politica privada sea restringida, cuyas vias de investi­
gation estén trabadas por decretos del gobierno. La libre büsqueda 
de la verdad es un atributo esencial de la ensenanza del derecho que 
nosotros sostenemos.
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